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L e y e s  y
R e s o l u c i o n e s

Leyes
_________________________________________________

LEY 14.736

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

Artículo 1º: Toda persona física o jurídica que no sea parte de un pleito y reúna las con-
diciones establecidas en la presente Ley, podrá presentarse ante la Suprema Corte de
Justicia de la Provincia de Buenos Aires en calidad de Amigo del Tribunal, en todos los
procesos judiciales en los que se debatan cuestiones de trascendencia colectiva o interés
general. 

El Estado Provincial y los municipios de la Provincia de Buenos Aires, a través de sus
organismos y órganos de control especializados, podrán intervenir en calidad de Amigos
del Tribunal con el alcance establecido en la presente Ley. 

Artículo 2º: El Amigo del Tribunal deberá ser una persona física o jurídica con recono-
cida competencia sobre la cuestión debatida en el pleito. Su intervención deberá limitarse
a expresar una opinión fundada por escrito, basada en argumentos de carácter jurídico,
técnico o científico, relativos al tema en debate. Dichas opiniones tienen por finalidad ilus-
trar al Tribunal, por lo tanto, carecen de efecto vinculante. 

El Amigo del Tribunal no reviste calidad de parte, ni puede asumir ninguno de los dere-
chos procesales que corresponden a éstas. 

Artículo 3º: La Suprema Corte de Justicia establecerá cuáles son las causas aptas
para la intervención de Amigos del Tribunal respecto de las que estén a su consideración
y resolución. A tal efecto, dictará una providencia que será publicada en el sitio Web del
Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires y remitida por cédula a diligenciarse en el
domicilio electrónico de todas las entidades que se inscriban en el Registro de Amigos del
Tribunal creado en el artículo 11 de la presente Ley. 

Artículo 4º: La providencia que dicte la Suprema Corte de Justicia habilitando la inter-
vención de Amigos del Tribunal en una causa fijará el plazo para efectuar las presentacio-
nes correspondientes consignando la fecha en que fenece. Salvo situaciones de urgencia,
el lapso previsto no podrá ser inferior a un (1) mes. Durante este lapso, el expediente de
la causa estará a disposición de los interesados, quienes podrán revisar las actuaciones y
obtener las copias correspondientes. 

Artículo 5º: La Suprema Corte de Justicia podrá invitar a cualquier entidad, órgano o
autoridad de su elección, a intervenir en calidad de Amigo del Tribunal a fin de que expre-
se una opinión fundada sobre un punto determinado de la causa. 

Artículo 6º: En el caso que un tercero pretenda intervenir como Amigo del Tribunal sin
aguardar la providencia mencionada en el artículo 3º, deberá solicitar previamente y por
escrito ante la Suprema Corte de Justicia, que sea admitida la intervención de los Amigos
del Tribunal en la causa correspondiente. 

La solicitud deberá expresar las razones por las cuales se considera que el asunto
debatido en la causa es de trascendencia colectiva o de interés público. No se aceptarán
presentaciones en el carácter propuesto hasta que la Suprema Corte de Justicia admita la
solicitud. 

Artículo 7º: La presentación del Amigo del Tribunal deberá cumplimentar los siguien-
tes requisitos y condiciones: 

a) Constituir un domicilio electrónico en los términos del artículo 40 del Código
Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, si no se encontrara ins-
cripto en el Registro de Amigos del Tribunal. 
b) Fundamentar su interés por participar en la causa y exponer el vínculo entre el
caso y su especialización o competencia, ya sea una persona física o una organi-
zación. En este último caso, deberá presentar la documentación que acredite la
representación ejercida. 
c) Expresar a qué parte o partes apoya en la defensa de sus derechos. 
d) Informar si ha recibido financiamiento o ayuda económica de cualquier especie
proveniente de alguna de las partes. 
e) Informar si ha recibido asesoramiento en cuanto los fundamentos de la presen-
tación, identificando en su caso, a la persona que elaboró la opinión. 
f) Informar si el resultado del proceso le representará directa o indirectamente
beneficios patrimoniales. 
g) Omitir la introducción de hechos ajenos a los tomados en cuenta al momento
de trabarse la litis o a los que oportunamente hayan sido admitidos como hechos
nuevos. 
h) Omitir opinión sobre pruebas o elementos no propuestos por las partes en las
etapas procesales correspondientes. 
i) Precisar los argumentos de carácter jurídico, técnico o científico, relativos al
tema en debate. 
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En caso de que el Amigo del Tribunal incurriera en una falsedad comprobada res-
pecto de uno o alguno de los requisitos establecidos en los incisos d), e) y f) del presen-
te artículo, se excluirá la presentación de la causa, pudiendo sancionarse a la persona físi-
ca o jurídica que hubiese intervenido en tal calidad, hasta con su exclusión del Registro
de Amigos del Tribunal creado en el artículo 11. 

Artículo 8º: La actuación del Amigo del Tribunal no requerirá patrocinio jurídico ni
devengará el pago de tasas, costas y honorarios judiciales. 

Artículo 9º: Si la presentación del Amigo del Tribunal fuese pertinente, la Suprema
Corte de Justicia ordenará su incorporación al expediente mediante una providencia
única que se notificará con arreglo a lo dispuesto en el artículo 133 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. 

Artículo 10: En todas las sentencias dictadas en causas en las que hubieran interve-
nido Amigos del Tribunal, se incluirá el nombre de las personas físicas o jurídicas que
intervinieron en dicha condición, sus representantes y letrados patrocinantes. 

Artículo 11: Créase el Registro Público de Amigos del Tribunal en el ámbito de la
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, el cual deberá incluir un regis-
tro de personas, organizaciones, entidades, oficinas, órganos o autoridades que tengan
interés en intervenir como Amigos del Tribunal. 

Artículo 12: La solicitud de inscripción al Registro Público de Amigos del Tribunal
deberá estar acompañada de los antecedentes que fundan la petición y la materia en la
cual el peticionario posea reconocida competencia, debiendo constituirse un domicilio
electrónico a fin de que le sean notificadas las causas que se consideren aptas para la
intervención de estos terceros conforme a lo establecido en el artículo 3º. 

Artículo 13: La Suprema Corte de Justicia adoptará las medidas necesarias para
garantizar la difusión e implementación de la presente Ley. 

Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a un día del mes de julio de dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 635

La Plata, 21 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dese al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS TREINTA Y SEIS
(14.736)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.737

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

Artículo 1º: La Provincia de Buenos Aires adhiere a la Ley Nacional Nº 26.872 que
incorpora la cobertura de la cirugía reconstructiva como consecuencia de una mastec-
tomía por patología mamaria, así como la provisión de las prótesis correspondientes.

Las obras sociales, las entidades de medicina prepaga, los Establecimientos de Salud
Públicos y toda otra figura jurídica que brinde cobertura Médico Asistencial en la
Provincia de Buenos Aires, deberán adecuarse a las exigencias de la presente Ley.

Las personas que carezcan de obra social, serán beneficiarias de esta cobertura por
los Efectores Públicos de Salud en forma gratuita.

Artículo 2º: El Poder Ejecutivo designará la Autoridad de Aplicación.
Artículo 3º: El Poder Ejecutivo realizará las adecuaciones presupuestarias necesarias

para dar cumplimiento efectivo a lo establecido en la presente Normativa.
Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a un día del mes de julio de dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 636

La Plata, 21 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dese al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS TREINTA Y SIETE
(14.737)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.738

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

Artículo 1º. Nomínase como Capítulo I de la Ley N° 13.066, el siguiente texto:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º.- Créase en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el Programa
Provincial que garantiza las políticas orientadas a la promoción, y desarrollo de la Salud
Reproductiva y la Procreación Responsable.

La presente Ley encuentra su sustento jurídico en el art. 16 inciso e) de la Ley
Nacional 23.179 y en el Derecho Humano Básico de toda persona a mantener y restituir
su salud, como también a proteger a la familia, considerada ésta como una sociedad
natural existente antes que el propio Estado.

ARTÍCULO 2º.- Este Programa está destinado a toda la población, sin discriminación
alguna y serán sus objetivos los siguientes:

a. Reconocer el derecho a la salud y a la dignidad de la vida humana.
b. Respetar las pautas culturales, éticas y religiosas del demandante.
c. Valorar la maternidad y la familia.
d. Asegurar que el presente Programa no se instrumente al servicio de políticas
de control demográfico, eugenésicas o que impliquen agravios a la dignidad de
la persona.
e. Disminuir la morbimortalidad materno infantil y de mujeres gestantes por abor-
tos inseguros
f. Contribuir en la educación sexual de la población y en especial de los adoles-
centes, prevenir y detectar las enfermedades de transmisión sexual, patologías
genitales y mamarias.
g. Garantizar a las mujeres la atención durante el embarazo, parto y puerperio.
h. Prevenir mediante información y educación, los abortos en condiciones inse-
guras, y garantizar el acceso a los servicios para la atención de abortos no puni-
bles.
i. Brindar información respecto de las edades y los intervalos intergenéricos con-
siderados para la reproducción.
j. Promover la participación de los varones en el cuidado del embarazo, el parto
y puerperio, de la salud reproductiva y la paternidad responsable.
k. Otorgar prioridad a la atención de la salud reproductiva de las adolescentes, en
especial a la prevención del embarazo adolescente y la asistencia de la adoles-
cente embarazada.
l. Capacitar a docentes, profesionales y personal específico en educación sexual
para ayudar a la familia en la educación de los hijos en esta materia.
m. Promover la lactancia materna y posibilitar las condiciones para el amamanta-
miento dentro de horarios y lugares de trabajo como también fuera de él.
n. Informar, otorgar y prescribir por parte del profesional médico, de los concep-
tivos y anticonceptivos, aprobados por la Administración Nacional de
Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT), de carácter transitorios
y reversibles a ser elegidos libremente por parte de los beneficiarios del progra-
ma, los que serán otorgados respetando las convicciones y criterios de los des-
tinados. 

ARTÍCULO 3º.- Esta Ley reconoce el derecho social de la familia consagrado en el
artículo 36 inciso 1) de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y considera como
premisa y fundamental la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus
derechos y garantías consagradas en la Convención Internacional de los Derechos del
Niño, reconocida en la Constitución Nacional de la República Argentina.

ARTÍCULO 4º.- El Poder Ejecutivo designará a la Autoridad de Aplicación de la pre-
sente Ley.

ARTÍCULO 5º.- La Autoridad de Aplicación deberá:
a. Garantizar el cumplimiento de los objetivos del Programa creado por la pre-
sente Ley.
b. Asesorar y capacitar al personal profesional y no profesional para el cumpli-
miento de este Programa.
c. Coordinar con las autoridades educativas de la Provincia de Buenos Aires las
acciones, metodologías y expectativas de logro a desarrollar para con los edu-
candos según el nivel de educación que cursen.
d. Dictar los reglamentos necesarios para hacer efectivos cada uno de los objeti-
vos.
e. Supervisar, monitorear e informar acerca de la evolución del Programa y pro-
poner los mecanismos de ajustes que a su juicio considere necesarios.
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f. Universalizar la información de manera tal que la misma llegue a toda la pobla-
ción de esta Provincia, en especial a jóvenes y adolescentes escolarizados y no
escolarizados.
g. Informar sobre las conductas de riesgo y brindar contención a los grupos de
riesgo.
h. Elaborar estadísticas.
i. Asegurar la provisión y abastecimiento de los insumos, bienes y servicios no
personales, que resulten necesarios para el cumplimiento del presente Programa
y en el mismo sentido a los Centros de Salud o dependencias en las cuales se
desarrollen acciones previstas en la presente Ley.

ARTÍCULO 6º.- El Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) incorporará dentro de
su cobertura médico asistencial las prestaciones médicas y farmacológicas referidas a
los métodos conceptivos y anticonceptivos no abortivos y de carácter transitorio y rever-
sibles, como así también las requeridas a los fines de garantizar el acceso a la atención
de abortos no punibles, que al efecto fije la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

ARTÍCULO 7º.- Las autoridades educativas de gestión privada confesionales o no,
darán cumplimiento a los objetivos del presente Programa en coordinación con la
Autoridad de Aplicación.

Artículo 2º. Nomínase como Capítulo II de la Ley N° 13.066, el siguiente texto:

CAPÍTULO II
CONSEJERÍAS PARA LA REDUCCIÓN DE RIESGOS Y DAÑOS EN SITUACIONES DE

EMBARAZOS NO PLANIFICADOS

ARTÍCULO 8º. Créanse las CONSEJERÍAS PARA LA REDUCCIÓN DE RIESGOS Y
DAÑOS EN SITUACIONES DE EMBARAZOS NO PLANIFICADOS –en adelante, las
Consejerías-, las que funcionarán en los centros de atención primaria de la salud y hos-
pitales de la Provincia de Buenos Aires, con el objetivo de reducir la morbimortalidad de
mujeres gestantes por abortos inseguros y de prevenir la repitencia de embarazos no pla-
nificados.

ARTÍCULO 9º. A los efectos de la presente ley, se entiende por Consejería al dispo-
sitivo de salud encargado de brindar un espacio de escucha, contención y asesoramien-
to a la mujer en situación de embarazo no planificado, basado en información legal, públi-
camente accesible y científicamente respaldada, orientada a la prevención de riesgos y
daños por la práctica de abortos inseguros y al cuidado de la salud integral de la mujer.

ARTÍCULO 10. El asesoramiento integral prestado por las Consejerías se fundamen-
ta en la promoción y protección de los siguientes derechos fundamentales de la mujer,
con el alcance que les ha sido conferido por la Constitución Nacional, los Tratados
Internacionales de Derechos Humanos, la Constitución Provincial y la Ley Nacional
26.529, suscripta por la Provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley
Provincial N° 14.464:

a) El derecho a solicitar y recibir información sin discriminación; en particular, el
derecho de acceso a información confiable, completa, oportuna y accesible en
materia sexual y reproductiva;
b) El derecho a la salud sexual y reproductiva sin discriminación, en particular, el
derecho de acceso a los servicios de atención integral de la salud sexual y repro-
ductiva en los que se incluye, el acceso a los servicios para la atención de abor-
tos no punibles;
c) El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica;
d) El derecho a la autonomía personal.

ARTÍCULO 11. Las Consejerías tendrán a su cargo las siguientes funciones:

a) Brindar acompañamiento en el cuidado de la salud de la mujer;
b) Informar a la paciente sobre:

1. El derecho de confidencialidad, explicando el deber de confidencialidad por
parte del profesional en relación a la consulta y a las decisiones que tome la
paciente;
2. El derecho de las niñas y adolescentes a intervenir en los términos de la Ley
26.061 en la toma de decisión sobre terapias o procedimientos médicos o bioló-
gicos que involucren su vida o salud;
3. El derecho a la autonomía personal, explicando que la decisión sobre qué
hacer con la información que reciba la paciente es suya, y que la debe tomar sin
presiones externas,
4. Las alternativas existentes frente a una situación de embarazo no planificado;
5. Los controles médicos requeridos durante el embarazo y los efectores de
salud donde se prestan, en función de la decisión de la paciente;
6. El procedimiento para la concreta atención de los abortos no punibles y los
efectores de salud donde se practica la interrupción legal del embarazo;
7. La prohibición legal del aborto fuera de las situaciones previstas en el Artículo
86 del Código Penal;
8. Los riesgos que conllevan las prácticas de abortos en condiciones inseguras;
9. Las tecnologías apropiadas, accesibles y validadas científicamente según las
recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud para la reducción de
riesgos y daños causados por abortos inseguros;
10. Los síntomas esperables en caso de producirse la interrupción de la gesta-
ción, los signos de alarma y la conducta a seguir para prevenir complicaciones a
la salud y proteger el derecho a la vida de la paciente;
11. Los métodos anticonceptivos y la forma de acceso a los mismos;

c) Promover la eliminación de todas las barreras administrativas y fácticas que impi-
dan el acceso efectivo de las mujeres a los servicios de atención integral de la salud
sexual y reproductiva en función de las decisiones que tome cada paciente;
d) Implementar campañas de información pública sobre los servicios de atención
integral de la salud sexual y reproductiva que incluyan la concreta atención de los
abortos no punibles;
e) Implementar campañas de sensibilización y prevención para la reducción de ries-
gos y daños provocados por abortos en condiciones inseguras, en articulación con
otros organismos del Estado y organizaciones de la sociedad civil, favoreciendo su
conformación en redes comunitarias.

ARTÍCULO 12. La actuación de las Consejerías se rige por los siguientes principios
bioéticos:

a) Respetar el derecho de la mujer a decidir por sí misma sobre las cuestiones
que afectan a su propio cuerpo, a su salud y a su vida;
b) Actuar con imparcialidad evitando que aspectos sociales, culturales, religio-
sos, morales u otro, interfieran en la relación con la mujer;
c) Actuar en beneficio de la salud de la mujer, respetando el principio de auto-
nomía;
d) Causar el menor perjuicio a la salud de la mujer, reduciendo los efectos adver-
sos o indeseables de sus acciones;
e) Actuar ante un problema en el cual la suspensión o incertidumbre de la res-
puesta pueda ocasionar riesgos o daños a la salud de la mujer;
f) Mantener la privacidad del ámbito de atención–cuidado, y de la información
que se produce en la consulta y la historia clínica;
g) Integrar los aspectos relacionados con la educación, información, prevención,
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación a las prácticas de salud;
h) Garantizar prácticas y procedimientos seguros, validados científicamente, con
profesionales idóneos para la tarea específica.

ARTÍCULO 13. Cada Consejería estará integrada por al menos dos profesionales de
la salud, quienes desempeñarán la función de consejeros/as de conformidad con lo dis-
puesto en el Artículo 11. Son obligaciones de las/os consejeras/os:

a) Velar por el cumplimiento de los derechos del paciente de conformidad con la
Ley Nacional N° 26.529 y en cuanto refiere a la autonomía de la voluntad, la infor-
mación y la documentación clínica;
b) Actuar en consonancia con los principios bioéticos establecidos en el Artículo
12 y, en caso de duda, proceder de acuerdo a la interpretación más favorable al
cumplimiento de los objetivos y a la protección de los derechos enunciados en
los Artículos 8º y 10;
c) Capacitarse en forma periódica y mantenerse actualizados sobre los conoci-
mientos científicos disponibles en materia de salud sexual integral;
d) Guardar el secreto profesional de conformidad con el Artículo 156 del Código
Penal, respetando el deber de abstención dispuesto por el Artículo 236 del
Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 14. Los/as profesionales de la salud que se hubiesen declarado o se
declaren objetores de conciencia a la práctica de abortos no punibles no podrán desem-
peñarse como consejeros/as.

ARTÍCULO 15. El Poder Ejecutivo deberá implementar un sistema de capacitación
periódica en materia de salud sexual y reproductiva para los/as consejeros/as.

Artículo 3. Nomínase como Capítulo III de la Ley N° 13.066,  el siguiente texto:

CAPÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 16. Autorízase al Poder Ejecutivo a adherir a la Leyes Nacionales que en
idéntico sentido se dicten con la finalidad de mejorar la calidad de vida de los habitantes
de la Provincia de Buenos Aires, debiendo dar cuenta a la Honorable Cámara de
Senadores y de Diputados, respectivamente.

ARTÍCULO 17. Invítase a las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires a adhe-
rir a la presente Ley.

ARTÍCULO 18. Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones necesarias
en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio correspon-
diente con la finalidad de dar cumplimiento al presente Programa.

ARTÍCULO 19. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a un día del mes de julio de dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS TREINTA Y OCHO
(14.738)

La Plata, 24 de agosto de 2015.

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.739

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º- Modifícase el Artículo 208, Capítulo IV Exenciones, de la Ley Nº
10.397 (T.O. Resolución 39/11 del Ministerio de Economía) y sus modificatorias, el que
quedará redactado de la siguiente manera:
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“Artículo 208º: Los empleadores de personas con discapacidad, de quienes
revisten en la categoría de tutelados o liberados según Artículo 161 de la Ley Nº
12.256, y de aquellas personas declaradas judicialmente víctimas del delito de
trata de personas según la Ley Nacional Nº 26.364 o sus delitos conexos, podrán
imputar, en la forma y condiciones que establezca la Autoridad de Aplicación, el
equivalente al cincuenta por ciento (50%) de las remuneraciones nominales que
éstas perciban, como pago a cuenta del impuesto sobre los Ingresos Brutos.
Para el otorgamiento de este beneficio, en el caso de contribuyentes empleado-
res de víctimas del delito de trata de personas o delitos conexos, se deberá con-
tar con la autorización de la persona damnificada, protegiéndose la intimidad y
confidencialidad de la información.
Dichas deducciones se efectuarán en oportunidad de practicarse las liquidacio-
nes de acuerdo a lo establecido en el Capítulo asignado a la Determinación,
Liquidación y Pago.
En ningún caso, el monto a deducir sobrepasará el impuesto determinado para
el período que se liquida, ni tampoco originará saldos a favor del contribuyente.
Este artículo resulta aplicable cuando la persona empleada realice trabajos a
domicilio”.

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil quin-
ce.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 638

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS TREINTA Y NUEVE
(14.739)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.740

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º Modificase el artículo 46 de la Ley 11.653 Código de Procedimiento
Laboral de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente mane-
ra:

“Artículo 46: El Secretario levantará acta de lo sustancial de la audiencia, con-
signado el nombre de los comparecientes, de los testigos y de los peritos y de
las circunstancias personales. En igual forma se procederá respecto de las
demás pruebas. Siempre que el Tribunal lo juzgue pertinente, de oficio, podrá
hacerse constar alguna circunstancia especial vinculada con la causa; en la
misma acta deberá además incluirse toda mención que en forma voluntaria soli-
citaren las partes por sí o a través de apoderado o letrado patrocinante, espe-
cialmente las consideraciones referidas a las pruebas producidas y/o denegadas
en la instancia, los motivos que habilitan a la futura interposición de los recursos
extraordinarios provinciales y/o nacionales, así como toda otra mención que con-
sidere pertinente y que haga a su derecho, todo ello bajo sanción de nulidad”. 

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 639

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA (14.740)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.741

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Decláranse de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles
ubicados en el Partido de Brandsen, identificados catastralmente como Circunscripción
VI, Parcela 626 m, inscripto su dominio en la Matrícula 13.765 y Circunscripción VI,
Parcela 626 n (según Plano 13-23-2013 Parcelas 626 s y 626 r), inscripto su dominio en
la Matrícula 13.826 a nombre de Codesa Sociedad Anónima, Comercial, Industrial,
Financiera e Inmobiliaria y/o quien o quienes resulten ser sus legítimos propietarios.

Como asimismo las instalaciones, maquinarias y herramientas que se encuentran en
el mismo conforme al Inventario que como Anexo se adjunta y forma parte de la presen-
te. 

ARTÍCULO 2º: Los inmuebles, las instalaciones, maquinarias y herramientas expro-
piadas por la presente ley serán adjudicadas en propiedad y a título oneroso a la
Cooperativa de Trabajo Espumas de Brandsen Limitada, inscripta ante el Instituto
Nacional de Asociativismo y Economía Social bajo la Matrícula Nº 49.204 y registrada en
la Subsecretaría de Acción Cooperativa bajo el Nº 15.456, con cargo de ser los mismos
destinados a la consecución de sus fines cooperativos. 

ARTÍCULO 3º: El incumplimiento del cargo estipulado en el Artículo 2º ocasionará la
revocatoria del dominio a favor del Estado Provincial. 

ARTÍCULO 4º: La Autoridad de Aplicación de la presente ley será determinada por el
Poder Ejecutivo, teniendo la misma a su cargo la ejecutividad y el contralor de las accio-
nes actuando como ente coordinador entre las distintas áreas administrativas provincia-
les. 

ARTÍCULO 5º: El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley será atendi-
do con cargo al Fondo de Recuperación de Fábricas de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 6º: Autorízase al Poder Ejecutivo a proceder a la compensación de crédi-
tos fiscales que la Provincia de Buenos Aires posea contra los titulares de dominio en
concepto de impuestos, sellados, tasas, multas, gravámenes y demás tributos provin-
ciales. 

ARTÍCULO 7º: Exceptúase a la presente de lo establecido en el Artículo 47 de la Ley
Nº 5.708-Ley General de Expropiaciones (T. O. según Decreto Nº 8.523/86)- estable-
ciéndose en cinco (5) años el plazo para considerar abandonada la expropiación. 

ARTÍCULO 8º: La escritura traslativa de dominio será otorgada por ante la Escribanía
General de Gobierno, estando la misma exenta del Impuesto al Acto. 

ARTÍCULO 9º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 640

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y UNO
(14.741)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

NOTA: El Anexo podrá ser consultado en el Departamento Leyes y Convenios de la
Secretaría Legal y Técnica.
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LEY 14.742

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Declárase de utilidad pública y sujeto a expropiación el inmueble ubi-
cado en la Localidad de Ezpeleta, Partido de Quilmes, que conforma el Barrio 3 de
Marzo, designado catastralmente como Circunscripción V - Sección C – Fracción IV,
Parcela 6, inscripto su dominio en la Matrícula 88.507, a nombre de Ayala, José Alfredo
y otros, y/o quien o quienes resulten ser sus legítimos propietarios.

ARTÍCULO 2º: El inmueble citado en el artículo anterior será adjudicado en propie-
dad a título oneroso y por venta directa a sus actuales ocupantes con cargo de cons-
trucción de vivienda propia y de locales destinados a actividades productivas vinculadas
con la economía familiar, cuando así corresponda.

ARTÍCULO 3º: La Autoridad de Aplicación de la presente ley será determinada por el
Poder Ejecutivo y tendrá a su cargo la ejecutividad y el contralor de las acciones actuan-
do como ente coordinador entre las distintas áreas administrativas Provinciales y
Municipales. Asimismo elaborará en conjunto con las mismas un Plan de Desarrollo
Urbano para la zona.

ARTÍCULO 4º: Para el cumplimiento de la finalidad prevista, la Autoridad de
Aplicación tendrá a su cargo las siguientes funciones:

a) Podrá delegar en la Municipalidad de Quilmes la realización de un censo inte-
gral de la población afectada, a fin de determinar mediante el procesamiento de
datos recogidos, el estado ocupacional y socio-económico de los ocupantes.
b) Realizar y gestionar la aprobación de la subdivisión en parcelas de acuerdo
con las ocupaciones preexistentes -con las correcciones que resulten necesa-
rias- para lo cual se exime de la aplicación de las Leyes 6.253 y 6.254 y del
Decreto-Ley 8.912/77 (texto ordenado s/Decreto 3.389/87).
c) Transferir los lotes expropiados a los ocupantes que resulten adjudicatarios.

ARTÍCULO 5º: Serán obligaciones de los adjudicatarios:

a) Destinar el inmueble a vivienda única, familiar y de ocupación permanente. Se
considerará cumplimentado este requisito si como anexo de la vivienda familiar
el adjudicatario construyera alguna ampliación, dentro de su lote, con destino a
comercio o depósito de comestibles y/o elementos de uso de vestido o menaje
de los hogares, que el mismo titular explote. 
La violación de esta disposición facultará a la autoridad competente a clausurar
el local al que se diera destino distinto al autorizado por la presente Ley. Esta
cláusula deberá constar en la escritura traslativa de dominio que se extienda
como consecuencia de esta Ley, y en ella prestará expresa conformidad el
adquirente.
b) Construir la vivienda propia sobre el terreno adjudicado en el plazo de cinco
(5) años a partir de la fecha de adjudicación, plazo que podrá ser ampliado por la
Autoridad de Aplicación en casos debidamente justificados.
c) No enajenar, arrendar, transferir o gravar total o parcialmente, ya sea a título
oneroso o gratuito, el inmueble del cual resulte adjudicatario hasta que el mismo
se encuentre totalmente pago.
d) Cumplir con las obligaciones fiscales que graven el inmueble desde la fecha
de la escrituración.
La violación a lo establecido en los incisos a), b), y c) ocasionará: 
a) La pérdida de todo derecho sobre el inmueble, con la reversión de su dominio
a favor del Estado Provincial. 
b) La prohibición de ser adjudicatario de otro inmueble dentro del régimen de la
presente ley o normas similares.

La Autoridad de Aplicación podrá autorizar transferencias de dominio por razones de
fuerza mayor mediante resolución por causa debidamente fundada.

ARTÍCULO 6º: Las adjudicaciones podrán ser rescindidas por el Órgano de
Aplicación por las siguientes causales:

a) Cuando lo solicitare el adjudicatario.
b) Por incumplimiento de las obligaciones impuestas por esta Ley.

ARTÍCULO 7º: El monto total a abonar por cada uno de los adjudicatarios estará
determinado por el costo expropiatorio. Los adjudicatarios abonarán el precio convenido
en cuotas mensuales iguales y consecutivas que no podrán exceder el diez (10) por cien-
to de los ingresos del grupo familiar.

El plazo será convenido entre la Autoridad de Aplicación y cada uno de los adjudi-
catarios, no pudiendo ser éste inferior a diez (10) años ni superior a veinticinco (25) años.

Los adjudicatarios podrán solicitar la fijación de un monto superior para cada una de
las cuotas, como así también la reducción del plazo mínimo de pago o la cancelación
anticipada de la deuda.

ARTÍCULO 8º: Las mejoras existentes en el inmueble a expropiar se presumen reali-
zadas por los ocupantes.

ARTÍCULO 9º: Las escrituras traslativas de dominio de los bienes a adjudicar a los
beneficiarios serán otorgadas por ante la Escribanía General de Gobierno, quedando
exentas del pago del Impuesto al Acto.

ARTÍCULO 10: El gasto que demande la presente, será atendido con el “Fondo de
Acceso a la Tierra en Función Social”, creado por el Artículo 77 de la Ley Nº 13.929 o el
que en el futuro lo reemplace. 

ARTÍCULO 11: Exceptúase a la presente ley de los alcances del Artículo 47 de la Ley
Nº 5.708 (T. O. s/Decreto Nº 8.523/86) estableciéndose en cinco (5) años el plazo para
considerar abandonada la expropiación respecto del inmueble consignado en el Artículo
1º de la presente.

ARTÍCULO 12: Declárase de urgencia la presente expropiación de acuerdo a las
prescripciones de la Ley Nº 5.708 exceptuándose su tramitación del cumplimiento de los
requisitos exigidos por la misma prescindiéndose especialmente de las tratativas direc-
tas previas establecidas por el Artículo 21 del citado cuerpo legal.

ARTÍCULO 13: Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar en el Presupuesto General de
Gastos y Cálculo de Recursos, las adecuaciones presupuestarias que resulten necesa-
rias para el cumplimiento de la presente.

ARTÍCULO 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil quin-
ce.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 641

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y DOS
(14.742)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.743

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Sustitúyese el Artículo 407 del Decreto-Ley Nº 7.425/1968, Código
Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y sus modificatorias, por el
siguiente:

“Artículo 407. Forma de la citación. El que deba declarar será citado por cédula,
con una anticipación mínima de cinco (5) días hábiles, bajo apercibimiento de
que si dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por confeso, en los tér-
minos del Artículo 415.
En casos de urgencia debidamente justificada ese plazo podrá ser reducido por
el juez, mediante resolución que en su parte pertinente se transcribirá en la cédu-
la; en este supuesto la anticipación en su diligenciamiento no podrá ser inferior a
dos (2) días.
No procede citar por edictos para la absolución de posiciones”.

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de Julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 642

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y TRES
(14.743)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica
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LEY 14.744

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Todos los educandos y educandas tienen derecho a recibir educación
sexual integral en los establecimientos públicos, de gestión estatal y privada dependien-
tes de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia, en virtud de lo esta-
blecido en la Ley Nacional Nº 26.150 y en el marco de la Ley Provincial Nº 13.688.

ARTÍCULO 2º: El Organismo de Aplicación será el encargado del diseño de las acti-
vidades, tareas y programas que considere necesarias a los efectos de dar cumplimien-
to en todos los establecimientos educativos de la Provincia de Buenos Aires a lo dis-
puesto en el Artículo 1º de la presente.

ARTÍCULO 3º: A los fines de la presente ley, se entiende como educación sexual inte-
gral al conjunto de actividades pedagógicas que articulan aspectos biológicos, psicoló-
gicos, sociales, afectivos y éticos, destinados a brindar contenidos tendientes a satisfa-
cer las necesidades de desarrollo integral de las personas y la difusión y cumplimiento
de los derechos sexuales y reproductivos definidos como inalienables, inviolables e
insustituibles de la condición humana.

ARTÍCULO 4º: La Educación Sexual Integral será de carácter obligatorio y estará des-
tinada a estudiantes de todos los niveles, modalidades y servicios del Sistema Educativo
de la Provincia, desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación docente, de edu-
cación técnica no universitaria, tomando en consideración la edad del educando con
sentido de gradualidad y especificidad.

ARTÍCULO 5º: Son funciones del Organismo de Aplicación:

a) Garantizar la efectiva enseñanza y aprendizaje de la educación sexual integral
a través de conocimientos científicos pertinentes, precisos, confiables y actuali-
zados desde la perspectiva de género, promoviendo el respeto a la diversidad y
la no discriminación.
b) Asegurar el efectivo cumplimiento del derecho a la libertad sexual; el derecho
a la autonomía, integridad y seguridad sexual; el derecho a la privacidad sexual;
el derecho a la equidad sexual; el derecho al placer sexual; el derecho a la expre-
sión sexual emocional; el derecho a la libre asociación sexual; el derecho a la
toma de decisiones reproductivas libres y responsables; el derecho a la informa-
ción basada en el conocimiento científico; y el derecho a la atención de la salud
sexual.
c) Promover conocimientos para la adopción de decisiones y comportamientos
responsables ante la sexualidad, entre ellos la procreación responsable, la mater-
nidad, la paternidad, la prevención del embarazo adolescente no deseado, los
métodos anticonceptivos, la morbimortalidad materna y las enfermedades de
transmisión sexual.
d) Informar y sensibilizar para la prevención de la violencia, abuso sexual, trata
de personas y delitos contra la integridad sexual.
e) Fomentar la responsabilidad individual, familiar y social en el ejercicio de los
derechos sexuales, reproductivos y el respeto mutuo e igualdad de trato entre
géneros.
f) Difundir los objetivos de la presente ley, en los distintos niveles del sistema
educativo.
g) Diseñar las propuestas de enseñanza, con secuencias y pautas de abordaje
pedagógico, en función de la diversidad sociocultural local y de las necesidades
de los grupos etarios.
h) Diseñar, producir o seleccionar los materiales didácticos que se recomiende
utilizar a nivel institucional.
i) Supervisar y evaluar el desarrollo de las actividades obligatorias realizadas.
j) Desarrollar programas de capacitación permanente y gratuita de las y los edu-
cadores en el marco de la formación docente continua y la inclusión de conteni-
dos y didáctica de la educación sexual integral en los programas de formación
de educadores.

ARTÍCULO 6º: El Organismo de Aplicación, en vinculación con otros efectores del
estado provincial podrá brindar asesoramiento sobre los siguientes asuntos:

a) Aspectos biológicos, fisiológicos, genéticos, psicológicos, éticos, jurídicos y
pedagógicos en relación con la sexualidad de los niños, niñas y adolescentes.
b) Comprensión y el acompañamiento en la maduración afectiva del niño, niña y
adolescente, ayudándolos a formar su sexualidad a partir de su libre elección y
preparándolos para entablar relaciones interpersonales positivas.
c) Vinculación de la escuela, familia y los espacios representativos del alumnado
para el logro de los objetivos de la presente Ley.

ARTÍCULO 7º: La Dirección General de Cultura y Educación deberá brindar al
Consejo Provincial de Educación, un informe de evaluación anual que contenga una
medición del impacto alcanzado con la aplicación de la presente Ley.

ARTÍCULO 8º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil quin-
ce.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 643

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y CUATRO
(14.744)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.745

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Sustitúyese el Artículo 7º del Anexo del Decreto Nº 878/2003, y sus
modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154), por el siguiente:

“Artículo 7º: Regulación y control. Sin perjuicio del control posterior que el orga-
nismo de control efectúe respecto de la prestación del servicio en base a los
parámetros técnicos específicamente previstos en la reglamentación y contratos
correspondientes, como metas a obtener, la autoridad regulatoria podrá estable-
cer normas de funcionamiento relativas a la prestación del servicio, que tendrán
como objetivo, entre otros, habilitar el seguimiento y evaluación del mismo con
el propósito de anticipar desviaciones y evitar futuros incumplimientos que afec-
ten su calidad, a los cuales deberán ajustar su accionar las empresas prestado-
ras.
Asimismo, las entidades prestadoras de carácter privado deberán cumplir con
las relaciones técnicas de carácter económico-financiero, como nivel de endeu-
damiento, apalancamiento, relación de deuda y ventas, entre otras, que se esta-
blezcan en el contrato de concesión o en las normas regulatorias emitidas a tal
efecto.”

ARTÍCULO 2º: Sustitúyese el Artículo 25 del Anexo del Decreto Nº 878/2003, y sus
modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154), por el siguiente:

“Artículo 25: Alcance de la prestación del servicio. La prestación de los servicios
comprende la construcción, mantenimiento, renovación y ampliación de las ins-
talaciones necesarias, la conexión y suministro del servicio en las condiciones
establecidas en el artículo anterior, a todo usuario que esté en condiciones de
recibirlo conforme surge del presente marco regulatorio.
La prestación del servicio público sanitario también incluye la posibilidad de pro-
veer agua a industrias, siempre que no afecte negativamente al suministro para
consumo humano, y recibir y eventualmente, tratar efluentes industriales, que
cumplan con los parámetros de vuelco a colectora cloacal determinados por la
normativa vigente.
Asimismo, la prestación del servicio incluirá el suministro gratuito de agua a las
bocas de incendio.”

ARTÍCULO 3º: Sustitúyese el inciso a) del Artículo 33 del Anexo del Decreto
878/2003, y sus modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154), por el siguiente:

“a) Agua Potable: La entidad prestadora deberá entregar un suministro de agua
continuo, regular, uniforme y universal, además de adoptar las medidas necesa-
rias para asegurar que el agua potable que suministre cumpla con las condicio-
nes de potabilidad aprobadas por la Comisión Permanente de Normas de
Potabilidad y Calidad de Vertido de Efluentes Líquidos y Subproductos.
Cada Entidad Prestadora deberá establecer, mantener, operar y registrar un pro-
grama de monitoreo de rutina y para emergencias, tanto del agua cruda, como
del agua en tratamiento y tratada, de acuerdo a las características que oportu-
namente establezca la Autoridad Regulatoria.”

ARTÍCULO 4º: Sustitúyese el Artículo 50 del Anexo del Decreto Nº 878/2003 y sus
modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154) por el siguiente:

“Artículo 50: Derechos de los usuarios. Los usuarios del servicio público sanitario
tendrán los siguientes derechos:

a) Recibir de la entidad prestadora en las condiciones establecidas en el presen-
te marco, los servicios de agua potable y desagües cloacales desde el momen-
to en que los mismos estén disponibles para su uso.
b) Reclamar a la entidad prestadora por deficiencias en los servicios o incumpli-
miento de cualquiera de sus obligaciones.
c) Recurrir al OCABA, ante cualquier situación conflictiva con el concesionario,
que éste no haya atendido o resuelto satisfactoriamente ante el requerimiento
previo y fundado por parte del usuario.
d) Denunciar ante el OCABA cualquier conducta irregular u omisión del conce-
sionario o sus agentes que pudiera afectar sus derechos, perjudicar los servicios,
o el medio ambiente.
e) Recibir información general sobre los servicios que la entidad prestadora debe
suministrar en forma suficientemente detallada para el ejercicio de sus derechos
como usuario, por los medios y formas que se establezcan en el Reglamento de
Usuarios.
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f) Reclamar ante la entidad prestadora cuando se produjeran alteraciones en la
factura, que no concuerden con el régimen tarifario aprobado y publicado.
g) A participar en el organismo de control a través de las asociaciones de usua-
rios legalmente habilitadas.
h) Ser informados en forma clara, objetiva y precisa acerca de las condiciones de
la prestación, de sus derechos y obligaciones y de toda otra cuestión y/o modi-
ficación que surja mientras se realiza la misma y que pueda afectar las relaciones
entre el prestador y el usuario;
i) Recibir información general sobre los servicios que la entidad prestadora debe
suministrar en forma suficientemente detallada para el ejercicio de sus derechos
como usuario, por los medios y formas que se establezcan en el Reglamento de
Usuarios.
j) Exigir al prestatario que haga conocer el régimen tarifario aprobado y sus suce-
sivas modificaciones, con la debida antelación.
k) Recibir las facturas con antelación a su vencimiento. A tal efecto el prestatario
deberá remitirlas en tiempo propio y por medio idóneo.
l) Denunciar ante el OCABA y/o ante el Municipio, en este último caso lo será en
aquellos en los que funcione Oficina de Defensa del Consumidor y/o ante la
Defensoría del Pueblo cualquier conducta irregular u omisión del prestatario o
sus agentes que pudiera afectar sus derechos, perjudicar los servicios o el medio
ambiente.”

ARTÍCULO 5º: Incorpórase como Artículo 50 bis del Anexo del Decreto Nº 878/2003
y sus modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154) el siguiente:

“Artículo 50 bis: Créase en el ámbito del Organismo de Control la Sindicatura de
Usuarios, la que tendrá como función representar los intereses de los usuarios
del servicio público de provisión de agua potable. La Sindicatura de Usuarios
será integrada por las asociaciones legalmente constituidas e inscripta en el
Registro Único de Asociaciones de Usuarios y Consumidores de la Provincia de
Buenos Aires, en la forma que establezca la reglamentación.
La Sindicatura de Usuarios dispondrá de un presupuesto de hasta el cinco por
ciento (5%) del total del presupuesto asignado al Organismo, para su funciona-
miento, conforme el mecanismo de distribución que establezca la propia
Sindicatura. Los representantes de los usuarios prestarán sus funciones “ad
honorem”.
En el término de sesenta (60) días de la publicación de la presente, el Organismo
de Control convocará a las Asociaciones de Usuarios y Consumidores de la
Provincia de Buenos Aires, representativas de usuarios de servicios públicos
sujetos a control de dicho Organismo, para la conformación de la Sindicatura de
Usuarios.
El presupuesto de funcionamiento de la Sindicatura de Usuarios se conformará
sobre la base del presupuesto de funcionamiento del OCABA, con exclusión de
los recursos correspondientes a la masa salarial del Organismo.”

ARTÍCULO 6º: Sustitúyese el Artículo 51 del Anexo del Decreto Nº 878/2003 (conva-
lidado por Ley Nº 13.154) por el siguiente:

“Artículo 51: Reclamos de Usuarios: Todos los reclamos de los Usuarios relati-
vos al servicio o a las tarifas deberán deducirse ante la entidad prestadora o ante
el Municipio, en este último caso lo será en aquellos en los que funcione Oficina
de Defensa del Consumidor y/o ante la Defensoría del Pueblo, conforme lo nor-
mado mediante Ley Nº 13834. Asimismo, se brindará a los reclamos que el usua-
rio pueda efectuar, referidos a deficiencias en la prestación del servicio y/o a
errores en la facturación que recibe, un trámite diligente y responsable, dándole
adecuada respuesta en los plazos y modalidades que se estipulen en el régimen
de suministro.
Contra las decisiones o falta de respuesta de la entidad prestadora, los Usuarios
podrán interponer ante el OCABA un recurso directo dentro del plazo de treinta
(30) días corridos a partir del rechazo tácito o explícito del reclamo por parte de
la entidad prestadora.
Se considerará tácitamente denegado un reclamo, cuando la entidad prestadora
no hubiese dado respuesta dentro de los treinta (30) días de presentado el
mismo.
El OCABA resolverá el reclamo dentro de los treinta (30) días de presentado el
recurso directo.
El OCABA antes de resolver, deberá solicitar a la entidad prestadora los antece-
dentes del reclamo y cualquier otra información que estimase necesaria al efec-
to, fijándole un plazo razonable y acompañándole copia del recurso. En esa opor-
tunidad, la entidad prestadora podrá efectuar un descargo con relación al recla-
mo del usuario.
La Ley de Procedimientos Administrativos de la Provincia de Buenos Aires, será
de aplicación supletoria a esta vía recursiva, y a los demás procedimientos admi-
nistrativos que tramiten ante el OCABA.
La Ley Nacional de Defensa del Consumidor será de aplicación directa a las rela-
ciones entre las entidades prestadoras y los usuarios.
Las decisiones del OCABA son obligatorias tanto para la Entidad Prestadora
como para el Usuario.”

ARTÍCULO 7º: Sustitúyese el Artículo 55 del Anexo del Decreto 878/2003 (convalida-
do por Ley Nº 13.154), por el siguiente:

“Artículo 55. Tarifa de interés social. El régimen tarifario del servicio, deberá pre-
ver que las entidades prestadoras apliquen una tarifa de interés social a aquellos
usuarios residenciales con escasos recursos económicos.
El Poder Ejecutivo determinará los usuarios que serán beneficiarios en forma par-
cial o total, incluyéndolos en un listado que elevará al OCABA.
El OCABA mediante resolución comunicará a las entidades prestadoras en forma
anual, los usuarios beneficiarios de la tarifa social.”

ARTÍCULO 8º: Sustitúyese el Artículo 80 del Anexo del Decreto 878/2003 (convalida-
do por Ley Nº 13.154), el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 80º: Estructura del OCABA: El OCABA gozará de autarquía y tendrá
plena capacidad jurídica para actuar en el ámbito del derecho público y privado,
y su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y por los
que adquiera en el futuro por cualquier título. Para el adecuado cumplimiento de
las funciones de fiscalización y control que le son propias, se lo dotará de los
recursos y estructura necesarios. Tendrá su sede en la Ciudad de La Plata. 
El Poder Ejecutivo podrá crear las delegaciones necesarias, conforme a la carac-
terística de cada región, para con ello optimizar el cometido del Organismo y las
incumbencias de consumidores y usuarios.”

ARTÍCULO 9º: Sustitúyense los incisos d) y h) del Artículo 88 del Anexo del Decreto
878/2003, y sus modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154), por los siguientes:

“d) Organizar y aplicar un régimen de Audiencias Públicas a fin de proteger los
derechos de los Usuarios.
En los casos de aumento de tarifa de servicios de agua potable y desagües clo-
acales, será obligatoria la convocatoria a Audiencia Pública. 
h) Formular los estudios y establecer las bases para la revisión de los cuadros
tarifarios, y la clasificación de las áreas de prestación y controlar que las tarifas
de los servicios sean aplicadas de conformidad con los correspondientes con-
tratos de concesión, licencias técnicas y las disposiciones de esta ley.
Asimismo queda facultado para suspender la aplicación de la tarifa vigente cuan-
do compruebe que la calidad de la prestación del servicio no es la adecuada,
debiendo establecer la tarifa que en su caso corresponda hasta tanto se cumpla
con la normalización del mismo.”

ARTÍCULO 10: Incorpórase como Artículo 88 bis del Anexo del Decreto Nº 878/2003,
y sus modificatorias (convalidado por Ley Nº 13.154), el siguiente: 

“Artículo 88 bis: El directorio del OCABA deberá dar cuenta antes del 31 de mayo
de cada año a ambas Cámaras Legislativas de la Labor realizada mediante un
informe que será presentado en el período ordinario de sesiones.
Cuando la gravedad o la urgencia de los hechos lo aconsejaren podrá presentar
un informe especial. “

ARTÍCULO 11: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 644

La Plata, 28 de agosto de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y CINCO
(14.745)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.746

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º Modifícase el Artículo 1º de la Ley Nº 13.478 (texto según Ley Nº
14.496), el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 1º: Institúyase el día 24 de abril de cada año como “Día de Solidaridad
en Conmemoración del Genocidio del Pueblo Armenio”, en recordación al primer
genocidio del Siglo XX, del que fuera víctima el pueblo armenio.”

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los 4 días del mes de junio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SEIS
(14.746)

La Plata, 31 de agosto de 2015.

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica
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LEY 14.747

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Otórgase permiso de uso y goce al Club de Veleros de San Isidro de
la fracción de tierra ubicada en jurisdicción del partido de San Isidro, identificada catas-
tralmente como Circunscripción I, Sección A, Fracción I, Parcela 1a, cuyo dominio per-
tenece a la Provincia de Buenos Aires y el espejo de agua donde funcionan sus instala-
ciones.

ARTÍCULO 2º: El permiso de uso y goce se otorga con el cargo de ser destinado al
desarrollo de las actividades propias de la Institución Club de Veleros de San Isidro, con-
servando la Provincia de Buenos Aires el dominio público sobre las costas y espejos de
aguas donde se realizan dichas actividades por ser bienes comprendidos en el Artículo
2340 inciso 3 del Código Civil.

ARTÍCULO 3º: El permiso de uso, goce y administración se concede por el término
de veinte (20) años.

ARTÍCULO 4º: Autorízase a la Escribanía General de Gobierno, a otorgar el acto nota-
rial comodaticio conforme con lo preceptuado por la presente.

ARTÍCULO 5º: Asimismo, condónase toda deuda que pudiere haber contraído el
Club de Veleros San Isidro, en concepto de permiso de uso, arrendamiento y/o cualquier
otra tasa provincial que haya gravado la utilización del espejo de agua y tierras indicados
en el Artículo 1º, hasta la fecha de sanción de la presente ley.

ARTÍCULO 6º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil quin-
ce.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SIETE
(14.747)

La Plata, 31 de agosto de 2015.

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.748

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Incorpórase como artículo 91 bis de la Ley N° 14.078 el siguiente
texto: 

“ARTÍCULO 91 bis: Las defunciones inscriptas de conformidad a los artículos 87
y 88, deberán ser comunicadas fehacientemente, de oficio y dentro de un plazo
máximo de dos (2) días, al Instituto de Obra Medico Asistencial (IOMA), al
Instituto de Previsión Social (IPS), a la Agencia de Recaudación de la Provincia
de Buenos Aires (ARBA), al Juzgado Federal con competencia electoral en el dis-
trito de la Provincia de Buenos Aires, a la Junta Electoral de la Provincia, a la
Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES), al Instituto Nacional de
Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), a las Cajas de Previsión
o Seguridad Social para Profesionales de la Provincia de Buenos Aires y a la
Superintendencia de Servicios de Salud de la Nación.” 

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 720

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y OCHO
(14.748)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.749

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Incorpórase como inciso h) al Artículo 107 de la Ley de Educación
Provincial N° 13.688 y sus modificatorias, el siguiente:

“Inciso h: El conocimiento de las Técnicas de Reanimación Cardiopulmonar
(RCP) y su aplicación práctica y, cuando correspondiera, los protocolos de
actuación ante situaciones de emergencia y catástrofe.”

ARTÍCULO 2º: Créase la Comisión Interministerial RCP -Emergencia Buenos Aires,
entre los Ministerios de Salud y de la Dirección General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 3º: La Comisión RCP-Emergencia Buenos Aires estará integrada por dos
(2) representantes del Ministerio de Salud, dos (2) representantes de la Dirección General
de Cultura y Educación, tres (3) representantes de la comunidad académica y científica
de la especialidad y dos (2) representantes de Defensa Civil que serán designados ad
honorem.

ARTÍCULO 4º: La Comisión RCP-Buenos Aires se dictará su propio reglamento. A
cada uno de los representantes le corresponderá un voto y las decisiones serán tomadas
por mayoría simple de los votos.

ARTÍCULO 5º: La Comisión RCP-Buenos Aires tendrá las siguientes funciones:

a. Formular el programa de capacitación en RCP en el ámbito de la Provincia de
Buenos Aires.
b. Difundir la práctica de RCP en los Institutos Secundarios, Terciarios y de
Adultos Primarios de la Provincia de Buenos Aires, siguiendo las normativas
internacionalmente aceptadas por las organizaciones científicas competentes de
la especialidad, como así también las emanadas por aplicación de la Ley
Nacional 26.835.
c. Desarrollar y actualizar los contenidos y el diseño de las guías y normativas
estandarizadas de RCP, destinados a la capacitación de los estudiantes de ins-
tituciones de Nivel Secundario, Terciario y de Adultos mayores.
d. Dictar capacitaciones en las instituciones educativas y asociaciones civiles sin
fines de lucro para promover el valor de las técnicas de RCP.
e. Elaborar material con las novedades científicas y técnicas relacionadas con la
RCP y el síndrome de muerte súbita.
f. Establecer los requisitos para la habilitación de instituciones responsables de
la formación de instructores en RCP.
g. Confeccionar un registro único de las instituciones habilitadas para la forma-
ción de instructores en RCP.
h. Realizar recomendaciones a la Dirección General de Cultura y Educación
sobre la forma en que se imparta el contenido sobre la RCP en el plan de estu-
dios.
i. Difundir y capacitar en los protocolos de actuación en los casos de emergen-
cia y catástrofe.

ARTÍCULO 6º: Modifícase el artículo 4º de la Ley 10.847 que quedará redactado a la
siguiente manera:

“Artículo 4º. A los fines de la presente Ley, el Ministerio de Salud- instrumentará
cursos descentralizados de corta duración en otro tipo de entidades públicas o
privadas que presten servicios a la comunidad, los que estarán a cargo de equi-
pos docentes habilitados por la autoridad sanitaria local. Cuando se tratara de
instituciones educativas de nivel secundario, terciario o de adultos mayores los
cursos serán dictados y formulados de acuerdo a lo establecido por la Comisión
RCP- Emergencia Buenos Aires”.

ARTÍCULO 7º: La Dirección General de Cultura y Educación definirá la forma en que
la enseñanza de las técnicas de RCP-Emergencias Buenos Aires será incorporada den-
tro de los planes de estudios vigentes e impartidos de manera gradual y permanente.

ARTÍCULO 8º: La Comisión RCP-Emergencias Buenos Aires elaborará anualmente
una planificación de actividades como un informe anual de actuación que será presenta-
do al Ministerio de Salud y a la Dirección General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 9º: La Comisión RCP-Emergencias Buenos Aires podrá coordinar accio-
nes conjuntas con el Programa de Enseñanza de Reanimación Cardiorrespiratoria del
Ministerio de Salud establecido en la Ley Nº 10.847 y con programas similares de los
gobiernos municipales.

ARTÍCULO 10: El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro de los sesenta (60)
días de su promulgación.

ARTÍCULO 11: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado
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DECRETO 721

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y NUEVE
(14.749)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.750

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Objeto, principios y objetivos

ARTÍCULO 1º: Esta Ley tiene por objeto regular la promoción, la intervención institu-
cional, la investigación y recopilación de experiencias sobre la convivencia y el abordaje
de la conflictividad social en las instituciones educativas de la Provincia de Buenos Aires,
en concordancia con lo dispuesto por la Ley Nacional Nº 26.892.

ARTÍCULO 2º: El ámbito de aplicación de esta Ley se extiende a todos los estable-
cimientos educativos públicos de gestión estatal y de gestión privada con o sin aporte
del estado, dependientes de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia
de Buenos Aires, comprendiendo los niveles de educación inicial, primario y secundario,
en todas sus modalidades y en aquellas instituciones que responden a formas particula-
res de organización diferenciada de la propuesta curricular acreditable en los términos
del artículo 23 de la Ley Nº 13.688. 

No obstante con la intervención del Consejo General de Cultura y Educación se auto-
rizará su extensión al Nivel Superior.

ARTÍCULO 3º: Esta Ley se orienta en los principios establecidos en el artículo 2º de
la Ley Nacional Nº 26.892, la normativa que en su consecuencia se dicte y, en particular,
los Acuerdos de Convivencia, Guías y Protocolos de Intervención, deberán basarse en: 

a) El respeto irrestricto a la dignidad e intimidad de las personas. 
b) El reconocimiento de los valores, creencias e identidades culturales de todos. 
c) El respeto y la aceptación de las diferencias, el rechazo a toda forma de discrimi-
nación, hostigamiento, violencia y exclusión en las interacciones entre los integran-
tes de la comunidad educativa, incluyendo las que se produzcan mediante entornos
virtuales y otras tecnologías de la información y comunicación. 
d) El derecho a participar de diferentes ámbitos y asuntos de la vida de las institu-
ciones educativas. 
e) La resolución no violenta de conflictos, la utilización del diálogo como metodología
para la identificación y resolución de los problemas de convivencia. 
f) El respeto por las normas y la sanción de sus transgresiones como parte de la
enseñanza socializadora de las instituciones educativas. 
g) La contextualización de las transgresiones en las circunstancias en que acontecen,
según las perspectivas de los actores, los antecedentes previos y otros factores que
inciden en las mismas, manteniendo la igualdad ante la Ley. 
h) El derecho del estudiante a ser escuchado y a formular su descargo ante situacio-
nes de transgresión a las normas establecidas. 
i) La valoración primordial del sentido formativo de las eventuales sanciones o llama-
dos de atención. 
j) El reconocimiento y reparación del daño u ofensa a personas o bienes de las insti-
tuciones educativas o miembros de la comunidad educativa por parte de la persona
o grupos responsables de esos hechos. 

ARTÍCULO 4º.- Son objetivos de la presente Ley:

1) Garantizar el respeto de los principios establecidos en el artículo 2º de la Ley
Nacional Nº 26.892. 
2) Contribuir para la aplicación, en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, de los
objetivos propuestos por la Ley Nacional Nº 26.892. 
3) Establecer un marco jurídico para la promoción de la convivencia y el abordaje de
la conflictividad social en las escuelas, fundado en el respeto de las particularidades
de cada nivel y características de las distintas comunidades educativas.
4) Prever la realización de un proceso gradual para la implementación progresiva de
la normativa y la modificación de culturas y prácticas institucionales, coordinado por
un equipo de trabajo integrado por profesionales de distintas disciplinas. 
5) Asegurar que todas las escuelas cuenten con Acuerdos de Convivencia elabora-
dos en procesos comunitarios participativos.
6) Promover la reflexión sobre el sentido de los límites y la aplicación de sanciones.
7) Promover la mejora del clima escolar y contribuir a la construcción de ciudadanía
y la consolidación de las prácticas democráticas en el ámbito educativo. 
8) Comprometer a los adultos en el rol de sostén y acompañamiento en el abordaje
de la convivencia y la conflictividad social en la escuela y, en particular, en el proce-
so de construcción del Acuerdo de Convivencia.

9) Establecer las pautas para la elaboración de las estrategias de intervención
pedagógica.
10) Promover el trabajo en red de las instituciones educativas y distintos organismos
y dependencias estatales.
11) Brindar asistencia permanente a través de una línea telefónica gratuita y de una
página Web.
12) Garantizar un espacio de participación y articular acciones con organizaciones no
gubernamentales y todo tipo de agrupaciones del sector privado que se encuentren
trabajando en la temática. 
13) Impulsar la investigación transdisciplinaria y la recopilación de experiencias sobre
la problemática, a través del trabajo conjunto de organismos públicos y privados de
distintas jurisdicciones.
14) Proveer la formación, el acompañamiento y asesoramiento de Inspectores,
Directivos, personal docente y no docente de las escuelas, a fin de que se cumplan
los objetivos de esta Ley.
15) Impulsar la reforma de planes curriculares de los diferentes niveles educativos,
para la introducción de contenidos relacionados con la promoción de la convivencia
y la resolución pacífica de los conflictos.
16) Promover la realización de campañas publicitarias en los medios de comunica-
ción.

CAPÍTULO II
Intervención Institucional

ARTÍCULO 5º: Acuerdos de Convivencia (A.C). Marco legal institucional para la con-
vivencia escolar.

Todas las instituciones educativas comprendidas en el artículo 2º, deberán contar
con un Acuerdo de Convivencia construido en relación con el Proyecto Educativo
Institucional (PEI) de la escuela y debidamente aprobado por la Autoridad de Aplicación.

Los Acuerdos de Convivencia orientarán las acciones de los integrantes de la comu-
nidad educativa hacia el respeto a la vida, el derecho y la responsabilidad de cada per-
sona, la resolución no violenta de conflictos, el respeto y la aceptación de las diferencias.

Las normas de convivencia propondrán valores y describirán tipologías de conduc-
tas deseadas y conductas no admitidas sin caer en casuísticas detalladas. En ningún
caso los Acuerdos de Convivencia (A.C) podrán suplirse por Reglamentos de Disciplina. 

En este sentido el rol de los adultos en las escuelas constituye un aspecto funda-
mental, dado que, si bien los Acuerdos de Convivencia deberán ser pactados entre todos
y obligan a todos los miembros de la comunidad educativa por igual, son los adultos
quienes tienen la función de sostenerlos ante los niños, niñas y adolescentes y de acom-
pañarlos en el proceso que implica comenzar a hacerse responsables de sus actos.

ARTÍCULO 6º: Sanciones. Pautas básicas.
Al momento de establecer sanciones se tendrá en cuenta su carácter educativo, se

tomará el hecho que originó su aplicación como una oportunidad de aprendizaje y creci-
miento grupal, se promoverá la construcción de vínculos entre todos los integrantes de
la comunidad educativa, se promoverá el reconocimiento y reparación del daño u ofen-
sa.

Las sanciones deberán basarse en el marco jurídico vigente a fin de que las medidas
no vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Serán aplicadas con senti-
do crítico, reflexivo y no punitivo, en miras al contexto y las circunstancias; se respetará
la gradualidad y proporcionalidad con el hecho y se garantizará el derecho del niño, niña
o adolescente a ser oído.

La aplicación de las sanciones, que no podrá afectar la continuidad escolar o las cali-
ficaciones académicas, deberá orientarse a la formación de los niños, niñas y adoles-
centes en el respeto, la tolerancia y la cooperación con el otro y al fomento de la res-
ponsabilidad progresiva de sus actos, de acuerdo a su edad y madurez. 

En todos los casos deberá explicitarse a los estudiantes el sentido formativo de la
sanción, a efectos de que comprendan las razones de su aplicación, las consecuencias
de sus actos y los límites establecidos.

La aplicación de una sanción grave requiere la previa convocatoria del Consejo de
Convivencia por parte de la conducción del establecimiento, quien será última respon-
sable de la medida que se aplique. Luego de aplicada la sanción, debe haber una ins-
tancia de seguimiento del problema por parte de los adultos de la escuela para que la
medida tomada no se agote en sí misma y ratifique su sentido educativo. 

ARTÍCULO 7º: Proceso de elaboración del Acuerdo de Convivencia.
Los Acuerdos de Convivencia deberán ser aprobados anualmente por la autoridad

competente, en un procedimiento ágil que determine la reglamentación y que asegure
que las instituciones cuenten con el A.C aprobado antes del inicio del ciclo lectivo. 

Desde la primera semana de clases, el equipo directivo deberá impulsar y coordinar
el proceso comunitario de construcción participativa del Acuerdo de Convivencia, duran-
te el cual se deberá garantizar la difusión del instrumento, su puesta en práctica, evalua-
ción reflexiva y revisión.

La reglamentación deberá establecer las etapas del proceso gradual para la imple-
mentación progresiva de la norma y la modificación de culturas y prácticas instituciona-
les, en atención al trayecto recorrido en cada nivel. Asimismo, se diseñará un plan de for-
mación, acompañamiento y asesoramiento para Inspectores, Directivos y personal
docente y no docente. 

Todo ello se hará de acuerdo a las particularidades de cada nivel, teniendo en cuen-
ta que: 

-En el Nivel Inicial, será fundamental el acercamiento de las familias a la escuela, la
asunción de compromisos de los adultos y su rol proactivo en la elaboración de normas
de convivencia. En cuanto a los niños, se espera la elaboración de propuestas pedagó-
gicas que permitan el abordaje de la temática a través del juego.

-En el Nivel Primario, las áreas Curriculares deberán adaptarse al aprendizaje para la
convivencia. Asimismo, será fundamental el rol del docente en la observación y promo-
ción de la reflexión sobre conflictos emergentes y potenciales, y su colaboración con el
Equipo Directivo a través de informes periódicos con observaciones sobre el clima del
aula, la conflictividad general y las propuestas de abordaje. 
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-En el Nivel Secundario, se deberán promover los mecanismos institucionales que
den lugar a la opinión y a la participación de los estudiantes en todo lo que los afecta de
la vida escolar de manera pertinente, de acuerdo a su edad y madurez. Igualmente, se
generarán espacios como las Asambleas de Aulas, para el diálogo y la reflexión intergru-
pal. Los preceptores tendrán un rol clave en la detección y diagnóstico primario de los
conflictos, en la coordinación de los espacios de reflexión y en su función de nexo entre
alumnos, padres y demás miembros de la institución. 

ARTÍCULO 8º: Estructura básica formal de los Acuerdos de Convivencia. 
La Estructura de los A.C estará conformada por: la descripción del establecimiento y

la comunidad educativa, los fundamentos y objetivos del A.C, el proceso de elaboración
(difusión, mecanismos de consulta y participación, evaluación, revisión, reformas) y el
cuerpo de la norma. Estos Acuerdos deberán ser revisados cada dos (2) años.

ARTÍCULO 9º: Consejo de Convivencia.
Los Niveles de educación Secundaria deberán conformar un Consejo de

Convivencia, de funcionamiento permanente e integrado por representantes de los dis-
tintos sectores de la comunidad educativa.

El Consejo de Convivencia, en tanto órgano de participación democrática, constituirá
una instancia de análisis, reflexión, comunicación y diálogo, de temas sensibles a la con-
vivencia escolar puestos a su consideración. Asimismo, será fundamental que mantenga
un rol proactivo como promotor y generador de propuestas para el desarrollo de la con-
vivencia en la escuela.

El Consejo de Convivencia estará conformado por el Director, representantes de
docentes, alumnos y personal del equipo de orientación escolar, en la misma proporción. 

Los miembros serán elegidos por sus pares, democráticamente y por sector. La
reglamentación establecerá la proporción en la que los diferentes sectores instituciona-
les se encuentran representados, prestando particular atención a no obturar la participa-
ción y la opinión de los estudiantes y sus familias a través de una representación mino-
ritaria. 

Todos los alumnos tienen derecho a representar y ser representados. No se consi-
dera legítimo establecer requisitos de rendimiento académico para asumir la representa-
ción.

La incorporación de otros miembros de la comunidad escolar será facultativa del
Consejo.

El Consejo de Convivencia deberá entrar en funcionamiento, luego de la elección de
sus miembros, dentro de la tercera semana del ciclo lectivo.

Son funciones específicas de los Consejos de Convivencia:

a. Dictar el reglamento interno para su funcionamiento.
b. Trabajar para la generación de propuestas que contribuyan a la creación de un
buen clima escolar.
c. Emitir opinión o asesorar, con carácter consultivo, a la conducción del estableci-
miento cuando tenga que abordar un caso de transgresión grave a los acuerdos de
convivencia.
d. Proponer la interpretación más justa sobre la aplicación de las normas a casos
particulares. 
e. Colaborar con el director en la difusión del Acuerdo de Convivencia y promover la
participación de todos los actores institucionales en la construcción del mismo.
f. Analizar y proponer estrategias de prevención de los problemas de convivencia.
g. Generar instancias de participación para el abordaje y resolución no violenta de los
conflictos.
h. Proponer acciones reparadoras del daño u ofensa a personas o bienes de las ins-
tituciones educativas o miembros de la comunidad educativa por parte de la perso-
na o grupos responsables de esos hechos. 
i. Proponer actividades grupales y comunitarias, fundadas en la solidaridad y la coo-
peración, para la prevención de la manifestación de la violencia, la promoción de la
convivencia y la pertenencia a la comunidad.

ARTÍCULO 10: Guía de orientación para la intervención en situaciones conflictivas en
el escenario escolar. 

La Dirección General de Cultura y Educación con intervención del Consejo General
de Cultura y Educación, diseñará una Guía Orientadora en la que se establecerán líneas
de acción, criterios normativos y distribución de responsabilidades para los diferentes
actores del sistema y las instituciones educativas, con la finalidad de prevenir y actuar
ante situaciones de violencia producidas en el contexto escolar. Su elaboración deberá
hacerse bajo el respeto de los principios y objetivos de esta Ley y normas complemen-
tarias que al efecto se dicten.

Se preverán mecanismos de revisión y actualización, ordinaria -que no podrá ser
superior a dos años- y extraordinaria de la Guía. Para dicha tarea se deberán tener en
cuenta las investigaciones y experiencias recopiladas.

Asimismo se arbitrarán los medios para garantizar el conocimiento del documento y
sus sucesivas actualizaciones, por parte de los diferentes actores institucionales. 

Atento la valoración de las particularidades de cada institución y comunidad educa-
tiva, la Provincia deberá promover la construcción de estrategias para la intervención ins-
titucional pedagógica propia de cada escuela.

CAPÍTULO III
Lineamientos de acción

ARTÍCULO 11: Criterios de orientación.
En todos los casos se orientará la educación hacia criterios que eviten la discrimina-

ción y el maltrato físico o psicológico, promuevan la convivencia y la cultura de la paz.
Se deberán elaborar estrategias de acción y prevención, planes y programas e impul-

sar todas las reformas que sean necesarias a fin de erradicar y desalentar el hostiga-
miento o acoso escolar, el y todo tipo de manifestación de la violencia, con especial con-
sideración de los nuevos modos de interacción en entornos virtuales. 

ARTÍCULO 12: Equipo de Coordinación para la implementación progresiva de la Ley.
La Provincia implementará la aplicación progresiva de esta Ley con la colaboración

de un equipo de profesionales con especial preparación y experiencia en campos rela-
cionados con la niñez y la adolescencia, la educación para la paz y la mediación para la
resolución pacífica de los conflictos. El equipo estará conformado por representantes de

las distintas disciplinas de las ciencias humanas y de la salud, como las ciencias de la
educación, antropología, filosofía, historia, psicología, pedagogía, sociología, derecho y
medicina. Asimismo será fundamental el aporte que pudieren realizar especialistas en
Mediación y Resolución pacífica de los conflictos.

El Equipo, mediante un abordaje transdisciplinario, guiará la coordinación del proce-
so de implementación progresiva de esta Ley, durante el cual tendrá las siguientes tare-
as y facultades, respectivamente, además de las establecidas en el articulado de esta
Ley:

-Diagramar y proyectar las etapas de implementación de esta Ley.
-Formular propuestas, observaciones y sugerencias para el dictado de la normativa

reglamentaria.
-Diseñar estrategias con base en las investigaciones y experiencias recopiladas.
-Intercambiar experiencias y coordinar acciones con el Observatorio Nacional de

Violencia en las Escuelas durante todo el proceso de implementación de la Ley.
-Proponer actividades de enlace entre la Provincia y otros organismos, entidades y

dependencias del sector público y privado de las distintas jurisdicciones, para el cumpli-
miento de los fines de esta Ley.

-Articular la ejecución de esta Ley con acciones que promuevan la inclusión en tér-
minos de ingreso, permanencia y egreso.

-Proveer de herramientas para la capacitación en la prevención y el abordaje de
situaciones de violencia por parte de los distintos actores institucionales.

-Brindar asesoramiento para los contenidos de la plataforma Web.
-Contribuir para las reformas necesarias atinentes a la educación de los escolares en

la promoción de la convivencia y la prevención de la violencia.
ARTÍCULO 13: Investigación y Recopilación de experiencias. 
La Dirección General de Cultura y Educación con intervención del Consejo General

de Cultura y Educación, tiene a su cargo:

a) Realizar investigaciones cualitativas y cuantitativas sobre las múltiples facetas que
adquiere la problemática de la conflictividad en las instituciones educativas a fin de
generar y difundir información oficial, pública y confiable sobre las dimensiones y
caracterizaciones de los fenómenos con especial énfasis en los aspectos pedagógi-
cos. 
b) Identificar y desplegar iniciativas de diagnóstico de las formas que adquiere la vio-
lencia en las instituciones educativas, ante los nuevos modos de interacción en
entornos virtuales. 
c) Identificar, sistematizar y difundir a través de los organismos correspondientes,
prácticas que han permitido crear condiciones favorables para la convivencia en las
instituciones educativas, el encuentro y la comunicación y para abordar los conflic-
tos o disputas que se expresan en las instituciones educativas, desplegadas por
docentes, comunidades y organizaciones de la sociedad civil. 
A tales fines, el Equipo de Coordinación promoverá ejes de investigación relaciona-
dos con la problemática; incentivará la participación de profesionales de distintas
disciplinas mediante sistemas de becas, proyectos de voluntariados, pasantías, con-
cursos, entre otros y podrá firmar convenios de cooperación con Institutos de
Investigación y Universidades públicas y privadas, nacionales y provinciales.
Asimismo, será fundamental la articulación con el Observatorio Argentino de
Violencia en las escuelas.

ARTÍCULO 14: Plataforma Web para la Promoción de la Convivencia y el Abordaje de
la Conflictividad social en las Instituciones Educativas.

Se deberá diseñar una plataforma Web para la Promoción de la Convivencia y el
Abordaje de la Conflictividad social en las Instituciones Educativas. 

La página, que será elaborada de acuerdo con las Pautas de Accesibilidad Web,
deberá ofrecer los siguientes contenidos mínimos:

-Compendio de la Normativa actualizada de la materia.
-Guía de orientación para la intervención en situaciones conflictivas en el escenario

escolar y sus sucesivas actualizaciones.
-Número telefónico gratuito y formulario de contacto electrónico para solicitud de

información, asesoramiento y denuncias relativas a las situaciones de violencia o acoso
en contexto escolar.

-Directorio de organismos nacionales, provinciales y municipales y programas y pro-
yectos que desarrollan políticas públicas en relación con la temática. 

-Material informativo y de estudio sobre la problemática, clasificado según los desti-
natarios en distintos grados de complejidad y comprensión.

-Material didáctico y audiovisual.
-Apertura de un foro para docentes, a fin de favorecer el intercambio de experiencias

y compartir información siempre con el respeto de la privacidad.
-Guía informativa para padres con información sobre la conflictividad escolar en

general y asesoramiento particular respecto del hostigamiento entre pares.
ARTÍCULO 15: Articulación con el sector privado.
La Autoridad de Aplicación deberá generar un espacio de participación, comunica-

ción y diálogo con Organizaciones No Gubernamentales y otras agrupaciones, naciona-
les e internacionales, que se encuentren avocadas al tratamiento de la problemática, para
el intercambio de aportes y experiencias. 

TÍTULO II
CAPACITACIÓN DOCENTE

CAPÍTULO I
Formación y Capacitación Docente

ARTÍCULO 16: Formación de los Educadores.
La Autoridad de Aplicación deberá proveer la formación de los educadores para la

promoción de la convivencia, el abordaje de la conflictividad en las escuelas, la preven-
ción de la manifestación de la violencia en todas sus formas y la resolución pacífica de
los conflictos. Dicha tarea se llevará a cabo a través de planes, programas y jornadas de
capacitación y mediante las reformas necesarias en los diseños curriculares de la carre-
ra docente.
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TÍTULO III
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 17: Una vez promulgada esta Ley, deberá conformarse el Equipo de
Coordinación del artículo 12, a través de un concurso de antecedentes, bajo las pautas
que al efecto dicte la Dirección General de Cultura y Educación con intervención del
Consejo General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 18: La plataforma Web prevista en el artículo 14 deberá diseñarse por la
Autoridad de Aplicación y entrará en funcionamiento una vez dictada la reglamentación
de la presente. El material de estudio, informativo, las guías y recursos didácticos se irán
incorporando progresivamente, en un plazo de tres (3) meses a partir de la creación de
la página.

ARTÍCULO 19: Se deberá promover campañas de difusión masiva en los medios de
comunicación social, para brindar información y concientizar a la población sobre el
fenómeno de la violencia escolar, sus riesgos y consecuencias, incentivando al compro-
miso para su erradicación en todas sus formas.

ARTÍCULO 20: El Poder Ejecutivo designará la Autoridad de Aplicación de la presen-
te Ley.

ARTÍCULO 21: Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar dentro del Presupuesto de
Gastos y Cálculo de Recursos del ejercicio correspondiente, las adecuaciones presu-
puestarias necesarias tendientes a lograr la implementación de la presente Ley.

ARTÍCULO 22: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 722

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA (14.750)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.751

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Modifícanse los Artículos 23 y 26 de la Ley 10.306 -Ejercicio
Profesional de la Psicología- los que quedarán redactados de la siguiente forma:

“Artículo 23. El Consejo Directivo de Distrito se compondrá de ocho (8) miembros
titulares y ocho (8) suplentes.
Serán elegidos por el voto obligatorio y secreto de los matriculados, durarán cua-
tro (4) años en su representación, y son reelegibles por solo un período conse-
cutivo, los miembros se renovarán por mitades cada dos (2) años.
Si han sido reelectos o se han sucedido como titulares o suplentes, solo pueden
ser elegidos nuevamente en esos cargos luego de un período de intervalo.”

“Artículo 26. En la primera reunión del Consejo Directivo, elegirá entre sus miem-
bros y por un período de dos (2) años una Mesa Directiva, la que estará integra-
da por: Presidente, Vicepresidente, Secretario General, Secretario de Actas y
Tesorero.”

ARTÍCULO 2º: El Consejo Superior del Colegio de Psicólogos de la Provincia de
Buenos Aires dictará todas las resoluciones necesarias y convenientes para instrumentar
las reformas y sustituciones que contiene la presente Ley, a fin de garantizar la continui-
dad institucional del Consejo Superior y los Colegios de Distrito que integran el Colegio
de Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires, creados por la Ley Nº 10.306, facultán-
doselo a esos efectos a postergar la primera convocatoria a elecciones por un plazo
máximo de un (1) año desde la vigencia de la presente, fijar fecha para la realización del
acto electoral, prorrogar mandatos y cuanta medida resulte pertinente para los fines indi-
cados. 

ARTÍCULO 3º: A los efectos de la reelección se considerará como primer período el
mandato que se encuentren ejerciendo a la vigencia de la presente.

En la primera convocatoria a elecciones posterior a la vigencia de la presente Ley se
elegirán cuatro (4) miembros titulares y cuatro (4) suplentes en los Consejos Directivos de
Distrito para reemplazar a los primeros que se les venza el mandato luego de dicha vigen-
cia, prorrogándoseles de ser necesario el mismo hasta la fecha fijada por la convocato-
ria para la realización de las elecciones.

A los dos años de la primera convocatoria se llamará a elecciones para designar a
los cuatro (4) miembros titulares y a los cuatro (4) suplentes que reemplazarán a los que
habiendo sido electos con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, sus mandatos
vencieren con posterioridad al de los miembros a que se hace referencia en el párrafo
anterior, prorrogándose de ser necesario los mandatos hasta la fecha fijada por la corres-
pondiente convocatoria para la realización de la elección.

ARTÍCULO 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 723

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y UNO
(14.751)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.752

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Sustitúyese el artículo 2º de la Ley 13.804 y sus modificatorias, por el
siguiente:

“Artículo 2º: El Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección General de Cultura
y Educación, y con intervención del Consejo General de Cultura y Educación,
diseñará un proyecto de capacitación en la Lengua de Señas Argentina a los
agentes provinciales que sean designados por cada Organismo Público”.

ARTÍCULO 2º: Incorpórase como artículo 2º bis de la Ley 13.804 y modificatorias, el
siguiente:

“Artículo 2 bis: La Dirección General de Cultura y Educación, con intervención del
Consejo General de Cultura y Educación, diseñará una Guía Provincial de
Trámites en Lengua de Señas Argentina, la que habrá de insertarse en los sitios
Web de cada Organismo Público de la Provincia de Buenos Aires.”

ARTÍCULO 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 724

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y DOS
(14.752)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica
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LEY 14.753

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Declárase Ciudadano Ilustre “post mortem” de la Provincia de Buenos
Aires al Sr. Luís Angel Firpo, conocido como “el Toro Salvaje de las Pampas”, por su
capacidad, por su hidalguía, por ser un deportista íntegro y por haber tenido en su pecho
el culto de la hermandad y la amistad.

ARTÍCULO 2º: Las presidencias del Honorable Senado y de la Honorable Cámara de
Diputados de la Provincia de Buenos Aires, dispondrán colocar una placa alusiva a la pre-
sente Ley, en el domicilio donde nació, ubicado en la calle Lavalle 215 de la Ciudad de
Junín.

ARTÍCULO 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 725

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y TRES
(14.753)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.754

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Declárase Bien de Interés Histórico Testimonial incorporado al
Patrimonio Cultural de la Provincia de Buenos Aires, según los términos de la Ley 10.419
y sus modificatorias, a la Estación Ferroviaria de Pirovano del partido de Bolívar identifi-
cada catastralmente como Circunscripción XI - Sección A - Fracción I - Parcelas 1c y 1d,
inscripto su dominio en el Folio 366 Serie A de 1898, a nombre del Estado Nacional
Argentino.

Como así también su mobiliario original: mostradores, boletería, dos relojes, caja de
seguridad, salamandra y sistema de telegrafía y telefonía.

ARTÍCULO 2º. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata, a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 726

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CUA-
TRO (14.754)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

LEY 14.755

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con
fuerza de Ley

ARTÍCULO 1º: Adhiérese la Provincia de Buenos Aires a la Ley Nacional 26.199 que
declara al día 24 de abril como “Día de Acción por la Tolerancia y el Respeto entre los
Pueblos”, en conmemoración del Genocidio de que fue víctima el Pueblo Armenio.

ARTÍCULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos
Aires, en la ciudad de La Plata a los ocho días del mes de julio del año dos mil quince.

Horacio Ramiro González Juan Gabriel Mariotto
Presidente Presidente
H. C. Diputados H. Senado

Manuel Eduardo Isasi Luis Alberto Calderaro
Secretario Legislativo Secretario Legislativo 
H. C. Diputados H. Senado

DECRETO 727

La Plata, 1º de septiembre de 2015.

Cúmplase, comuníquese, publíquese, dése al Registro y Boletín Oficial y archívese.

Alberto Pérez Daniel Osvaldo Scioli
Ministro de Jefatura Gobernador
de Gabinete de Ministros

REGISTRADA bajo el número CATORCE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CINCO
(14.755)

Federico Ocampo
Director de Registro Oficial
Secretaría Legal y Técnica

Resoluciones
_________________________________________________

Provincia de Buenos Aires
MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA
ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA
Resolución Nº 184/15

La Plata, 08 de julio de 2015.

VISTO el Marco Regulatorio de la Actividad Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires,
conformado por la Ley Nº 11.769 (T.O. Decreto Nº 1.868/04), su Decreto Reglamentario
Nº 2.479/04, el contrato de concesión suscripto, lo actuado en el expediente Nº 2429-
5182/2015, y

CONSIDERANDO:
Que por las actuaciones indicadas en el Visto, tramita el reclamo del usuario Marcelo

GARRIGA, NIS N° 3224531-01, ubicado en Ruta 20 s/n Plataforma 220867 y Plataforma
220870 de la localidad de Magdalena, en ejercicio del derecho que le confiere el artículo
68, segundo párrafo de la Ley N° 11.769 y los artículos 3, último párrafo y 25, último
párrafo de la Ley N° 24.240, contra la EMPRESA DISTRIBUIDORA DE ENERGÍA LA
PLATA SOCIEDAD ANÓNIMA (EDELAP S.A.), por configurar el caso una relación de con-
sumo (conforme a los artículos 42 y 38 de la Constitución Nacional y Provincial respecti-
vamente), y en el marco del servicio público de electricidad (de acuerdo a los artículos 1,
2 y 10 de la Ley N° 11.769);

Que el usuario denunció que con motivo de la caída de un poste de luz, en su esta-
blecimiento, el día 26 de agosto de 2014, que derivó en la muerte por electrocución de
tres animales (vaquillonas preñadas que estaban por parir), efectuó reclamos telefónicos
a la Distribuidora, los cuales identifica en su nota de fojas 6/7, durante los días 27 al 31
de agosto de 2014 y que recién el 1º de septiembre de 2014 se presentó una cuadrilla
de la Distribuidora quienes procedieron a levantar el poste caído y reubicarlo nuevamen-
te (fs. 1/8);

Que, asimismo, destacó que la caída del mencionado poste, pudo haber tenido con-
secuencias mucho más graves;

Que con su presentación adjuntó fotografías del hecho, donde se puede observar un
poste de electricidad caído y a su lado tres animales muertos, por los cuales solicitó a
EDELAP S.A. ser compensado (fs. 2/4);

Que la Gerencia de Procesos Regulatorios cursó a la Distribuidora la Nota N° 049/15,
informándole la preocupación de lo narrado por el usuario y por no haber cumplido con
su deber de información adecuada y veraz, a efectos de garantizarle todos sus derechos
derivados de la situación (f. 11);

Que también le otorgó un plazo de diez (10) días a los efectos de conciliar con la per-
sona afectada una justa compensación económica;

Que, en respuesta, EDELAP S.A. comunicó que solicitó al usuario que acredite la titu-
laridad de las vaquillonas preñadas, para dar tratamiento a su reclamo y adjuntó dicha
nota de la cual surge que el reclamante se notificó el 5 de febrero de 2015 (f. 14);

Que, asimismo, agregó constancia del rechazo del reclamo por  no contar el usuario
con la documentación relativa a la tenencia de los animales (f 16);
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Que conforme a todo ello, la citada Gerencia de Procesos Regulatorios, a través del
Área Coordinación Regulatoria, formuló cargos a la Distribuidora por incumplimiento del
artículo 15 de la Ley N° 11.769, artículos 23, 27 y 28 incisos a), f), l) del Anexo I del
Contrato de Concesión Provincial y 6.3 y 6.4 del Subanexo D del mismo contrato, como
así también por incumplimiento de las Resoluciones OCEBA N° 595/06 Códigos 5.1 a 5.5
(Nomenclador de Anomalías) y N° 376/08 Códigos 5.1 a 5.5 (Justificación Técnica de
Anomalías) (fs 20/21);

Que también se le formuló cargo por incumplimiento de los artículos 42 y 75 inciso
22) de la Constitución Nacional y 38 de la Constitución Provincial, que resguardan los
derechos a la seguridad de la vida humana, la integridad física, a los bienes e intereses
económicos, por no ejercer la debida vigilancia de sus instalaciones a fin de evitar poten-
ciales peligros;

Que la Distribuidora presentó su descargo manifestando que al reclamo del usuario
se dio tratamiento, librándose la línea que alimentaba al reclamante, dejándola sin ten-
sión (fs. 22/23);

Que desconocía la existencia de las vaquillonas muertas y que el cambio de poste
caído que se realizó con fecha 1º de septiembre de 2014, obedeció a que el personal de
la Distribuidora se encontraba trabajando en una contingencia emergente de fuertes tor-
mentas y vientos que produjeron en la zona, caída de postes y salida de líneas de servi-
cio;

Que agregó que la afirmación de que las consecuencias de la caída del poste podría
haber sido mucho más grave es infundada, ya que ante el reclamo telefónico del usuario
se desenergizó la instalación;

Que cabe resaltar que la Distribuidora con su descargo no acredita la contingencia
mencionada y sin perjuicio de que efectivamente haya dejado sin tensión la línea al
momento del reclamo del usuario, ello no le quita el potencial peligro que el poste ener-
gizado pudo producir al caer sobre personas de haber transitado en ese momento el
lugar;

Que, en definitiva, al caer el poste, sobre el ganado que se hallaba en el lugar, quedó
expuesta la situación de peligro vivida y que culminó con la muerte de las vaquillonas por
electrocución;

Que por ello, EDELAP S.A no puede ampararse en que desenergizó en tiempo la
línea, eliminando todo peligro para los particulares, para así eximirse de responsabilidad,
cuando el hecho fue producido con anterioridad a ello y con las consecuencias antes
descriptas;

Que tampoco puede seriamente aludir que, al solicitar al usuario la documentación
para acreditar la titularidad del ganado, ha dado cumplimiento a una información ade-
cuada y veraz;

Que, en efecto, la Distribuidora debió brindar al usuario frente a sus reiterados recla-
mos, una información cierta, clara y detallada para garantizar sus derechos derivados de
la situación y no demorar seis (6) meses en otorgar una respuesta, tal como surge de la
Nota acompañada por EDELAP S.A. dirigida al reclamante, obrante a foja 14, en cuyo pie
se evidencia que el señor Garriga se notificó el día 5 de febrero de 2015 (Art. 4 y 25 de
la Ley N° 24.240);

Que, fundamentalmente, en este caso cobran relevancia los deberes de previsión,
prevención y precaución, toda vez que la empresa prestataria del servicio eléctrico, es el
guardián de la cosa riesgosa, carácter que debe darse al fluido eléctrico (Art. 1.113 C.
Civil);

Que la empresa, de haber sido eficiente, hubiera removido el poste defectuoso caído,
en cumplimiento de sus obligaciones legales al ejercitar la tarea de prevención y con ello
no hubiera sucedido el hecho dañoso (Art. 5 de la Ley N° 24.240, 15 de la Ley N° 11.769
y 28 inciso l) del Subanexo D del Contrato de Concesión Provincial);

Que “…el deber de seguridad y el de no dañar, son exigibles por la alta peligrosidad
de la cosa que se vende, entrega, etc…” (CCCMin. De General Roca, 30-5-94 “Mor Inés
Islanda c/Yacopino, Francisco s/sumario”, expte 10.179-CA-94, t.2, fo.247, sent.7);

Que, en definitiva, la Distribuidora debe extremar las precauciones para que el servi-
cio público de electricidad se lleve a cabo en las mejores condiciones posibles de segu-
ridad, cuidando y supervisando que la cosa no ocasione daños a bienes y/o a terceros;

Que tampoco la Distribuidora, acompañó prueba alguna que acredite el estado del
tiempo en dicha zona, ni en zonas adyacentes a la misma que la eximan de responsabi-
lidad en el hecho;

Que conforme a lo expuesto, las distribuidoras eléctricas, deben tomar todos los
recaudos para garantizar la seguridad pública sin dilación en el tiempo, para eliminar
rápidamente el riesgo creado por la postación;

Que es responsable la distribuidora eléctrica de la muerte de los animales involucra-
dos en el hecho denunciado, por la caída del poste, que por su propia naturaleza cons-
tituyen cosas riesgosas;

Que son cosas riesgosas “…aquéllas de cuyo empleo aún normal o conforme con su
estado natural, se puede generalmente derivar un peligro para las personas: tal como
ocurre por ejemplo con la energía nuclear o la eléctrica, o con los explosivos, que tienen
todos una potencialidad dañosa per se, con prescindencia del medio en el cual se utili-
cen y de las circunstancias que los rodeen…” (Trigo Represas, Félix A. “El Concepto de
Cosa Riesgosa” Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires,
Serie I Anuarios –ANALES, Segunda Época Año XXXIX, Número 32, 1994, Buenos Aires,
1995, p. 365);

Que al riesgo se lo ha caracterizado como la contingencia o probabilidad de provo-
car el acaecimiento de un daño a terceros. Su fundamento radica, en definitiva, en la
incorporación al medio social de un elemento dotado de peligrosidad (Isidoro H.
Goldenberg “El problema de los riesgos recíprocos. Concurrencia de automotor y ani-
males”, JA, 07/12/94, p.21);

Que en este orden de ideas la electricidad presenta una faceta de riesgo claramente
evidenciada, que somete a las Distribuidoras como propietarias y guardianas de sus ins-
talaciones, a las consecuencias que prevé el Artículo 1.113, 2º párrafo del Código Civil,
salvo que se demuestre la ruptura causal o la culpa de la víctima;

Que en este sentido la Corte Suprema de Justicia Nacional ha sostenido que a los
fines de establecer la responsabilidad de la empresa prestataria del servicio de energía
eléctrica por el daño sufrido por una persona a causa de la energía, debe estarse a lo dis-
puesto en el artículo 1.113, 2º Párrafo, última parte, del C. Civil, pues la electricidad pre-
senta una condición esencialmente riesgosa que somete a quienes la utilizan como
dueños o guardianes a las consecuencias legales prevista en esa norma (CS, 27/05/2003,
S y B, J.R. c/Provincia de La Rioja y otro, La Ley Online);

Que el Artículo 28 inciso a) del Contrato de Concesión Provincial, pone en cabeza del
Concesionario, la obligación de “…Prestar el SERVICIO PÚBLICO dentro del ÁREA DE
CONCESIÓN; conforme a los niveles de calidad detallados en el Subanexo D, teniendo
los USUARIOS los derechos establecidos en el respectivo Reglamento de Suministro y
Conexión descripto en el Subanexo E…f) Efectuar las inversiones y realizar el manteni-
miento necesario para garantizar los niveles de calidad del servicio definidos en el
Subanexo “D”. g) Adoptar las medidas necesarias para asegurar la provisión y disponi-
bilidad de energía eléctrica, a fin de satisfacer la demanda en tiempo oportuno y confor-
me al nivel de calidad establecido en el Subanexo “D”, debiendo a tales efectos, asegu-
rar las fuentes de aprovisionamiento. EL CONCEDENTE no será responsable bajo ningu-
na circunstancia de la provisión de energía eléctrica faltante para abastecer la demanda
actual o futura de la CONCESIONARIA…”...l) Instalar, operar y mantener las instalacio-
nes y/o equipos, de forma tal que no constituyan peligro para la seguridad pública, res-
petando las normas que regulan la materia…”;

Que, por su parte, el Artículo 39 del Contrato de Concesión Provincial expresa “…En
caso de incumplimiento de las obligaciones asumidas por la CONCESIONARIA, el
ORGANISMO DE CONTROL, podrá aplicar las sanciones previstas en el Subanexo D, sin
perjuicio de las restantes previstas en este CONTRATO…”;

Que a EDELAP S.A., en cuanto prestadora de un servicio público, se le han delega-
do ciertas prerrogativas de poder público, resultando una obligación propia de la presta-
ción encomendada, prestar un servicio en las condiciones de calidad pactadas y en
forma continua;

Que la explotación de la concesión se realiza a costo y riesgo del Concesionario y
bajo la vigilancia y control de este Organismo;

Que conforme al punto 5.5.2, Subanexo D, “Normas de Calidad del Servicio Público
y Sanciones”, el Organismo de Control aplicará sanciones al Distribuidor “…cuando
preste un servicio con características técnicas inferiores a las exigidas…”;

Que en atención al resultado que arroja el tratamiento de las cuestiones preceden-
tes, la precitada Gerencia de Procesos Regulatorios estimó, que resulta adecuada la
imposición de una multa conforme lo establecen los puntos 6.3 y 6.4, Subanexo “D”, del
Contrato de Concesión Provincial;

Que de acuerdo al punto 6.3 del referido Subanexo y Contrato “…Por incumplimien-
to de lo establecido en el Contrato de Concesión, referido a las obligaciones de EL DIS-
TRIBUIDOR… en cuanto a la prestación del servicio, el Organismo de Control aplicará
una sanción …6.4…en cuanto al peligro para la seguridad pública derivada de su accio-
nar, el Organismo de Control aplicará una sanción que será determinada conforme a la
gravedad de la falta, a los antecedentes y en particular a las reincidencias incurridas…”;

Que, por último, ya analizada la infracción y la naturaleza de la sanción a imponer,
queda por establecer el quantum de la multa;

Que la Gerencia de Mercados informó que: “…el tope anual máximo de la sanción
por el incumplimiento de las obligaciones por el Distribuidor fijada en el artículo 6 apar-
tado 6.3 y 6.4 del Subanexo D del Contrato de Concesión Provincial,…el tope anual
vigente…Para el caso de la Distribuidora EDELAP este monto asciende a $
1.194.092…dicho monto fue calculado sobre la base del 0,1% del total de energía fac-
turada en el año 2013…y valorizada a la tarifa CV1 de la categoría Residencial T1R a par-
tir del 1° de noviembre de 2012…” (f. 24);

Que la responsabilidad de la Distribuidora emana no sólo de su carácter de propie-
taria de las instalaciones sino también de la obligación de supervisión que es propia de
su actividad;

Que se trata en definitiva de una obligación de resultado que conlleva la armoniza-
ción de la legislación específica de los servicios públicos domiciliarios con la norma pro-
tectora de raigambre constitucional (art. 42 C.N.);

Que nuestra Suprema Corte se ha pronunciado al respecto afirmando que, “… no
cabe duda que las líneas conductoras de electricidad son cosas productoras de peligro,
pues en función de su naturaleza, o según su modo de utilización, generan amenaza a
terceros…” (Ac. 61.569, sent. Del 24-III-1998);

Que todo el programa prestacional de la concesionaria frente al usuario se puede
expresar en tres grandes obligaciones: 1º) Instalación de las líneas portadoras de energía
eléctrica para la distribución de las mismas a sus clientes,  2º) Custodia y mantenimien-
to de las líneas conforme la normativa técnica y de seguridad, subsanando los vicios que
ella presente y librándola de los riesgos, así como de aquéllos otros que puedan prove-
nir de situaciones u obstáculos anormales generados o puestos por terceros o por la
fuerza de la naturaleza y que dificulten la seguridad y suministro de energía y 3º) La de
informar debidamente a los usuarios sobre las condiciones en que se presta el servicio,
sobre los riesgos o peligros inherentes a la energía eléctrica y las precauciones o previ-
siones que es necesario adoptar para evitar percances, daños o accidentes (conf. Alterini
Areal y López Cabana “Derecho de Obligaciones”. Abeledo Perrot, 1995, pág. 500 con
cita referida a Zannoni);

Que, a la vista de tal menú, no es difícil advertir que en el seno de la segunda de las
prestaciones enunciadas (la de custodia) cointegrada con la tercera (la información) se
alberga una obligación de seguridad que no se agota ni puede identificarse con un sólo
comportamiento o conducta debida por el concesionario, ya que la misma ofrece un
ramillete de deberes prestacionales de contenido y naturaleza distintos;

Que así, la obligación de mantener en debido estado las instalaciones, mediante las
cuales se transporta o distribuye la energía eléctrica, representan un compromiso cons-
tante y permanente del concesionario de obtener ese necesario y concreto resultado,
como modo no solo de facilitar el más adecuado suministro de electricidad, sino, tam-
bién de evitar que de su incumplimiento se deriven daños a las personas, animales y los
bienes de quienes se sirven de la energía o transitan por debajo de las instalaciones por-
tadoras. Por ende, estamos frente a una obligación de resultado;

Que de allí que la presencia de postes, ménsulas, anclajes, empalmes o cables
defectuosos, que dan causa a un accidente y sus consecuentes daños, objetivan de
modo patente el incumplimiento del resultado prometido y el ostensible nexo causal
entre el daño sufrido y dicho incumplimiento que permitió el nacimiento del vicio o ries-
go que lo produjo;

Que el criterio de determinación de la multa en esta instancia y conforme a las pres-
cripciones del Artículo 70, segundo párrafo, de la Ley 11.769, en cuanto expresa “… El
régimen deberá responder a un criterio de progresividad en su aplicación. Las sanciones
serán proporcionadas a la magnitud de los incumplimientos y tendrán en cuenta la reite-
ración de los mismos, así como los efectivos perjuicios sufridos por los usuarios…”
debería ser el 10% del monto total consignado a fojas 24 por la Gerencia de Mercados;

PROVINCIA DE BUENOS AIRES                                                        | BOLETÍN OFICIAL 



PÁGINA 14 BOLETÍN OFICIAL | PROVINCIA DE BUENOS AIRESLA PLATA, MARTES 15 DE SEPTIEMBRE DE 2015

Que consecuentemente y a efectos de brindar las señales regulatorias pertinentes a
la conducta del regulado, el porcentaje antes aludido, se incrementará progresivamente
en casos de reincidencia y teniendo en cuenta la magnitud de los incumplimientos;

Que teniendo en cuenta el incumplimiento incurrido por la Distribuidora, así como las
pautas para imponer la sanción, correspondería que el monto de la multa, en virtud de lo
dispuesto en los puntos 6.3 y 6.4, Subanexo D, del citado Contrato de Concesión
Provincial, sea fijado en la suma de Pesos Ciento diecinueve mil cuatrocientos nueve con
20/100 ($ 119.409,20), por no haber mantenido adecuadamente sus instalaciones y equi-
pos de manera tal que no constituyan peligro para la seguridad pública, afectando con
ello la prestación del servicio eléctrico;

Que la presente se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley 11.769
(T. O. Decreto Provincial N° 1.868/04), su Decreto Reglamentario N° 2.479/04 y Artículos
1º y 2º de la Resolución OCEBA Nº 088/98;

Por ello,

EL DIRECTORIO DEL ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Sancionar a la EMPRESA DISTRIBUIDORA DE ENERGÍA LA PLATA
SOCIEDAD ANÓNIMA (EDELAP S.A.), con una multa de Pesos Ciento diecinueve mil
cuatrocientos nueve con 20/100 ($ 119.409,20) por no haber mantenido adecuadamente
sus instalaciones y equipos de manera tal que no constituyan peligro para la seguridad
pública, afectando con ello la prestación del servicio eléctrico, en relación a la caída de
un poste que produjo la muerte por electrocución de tres (3) vaquillonas preñadas, en el
establecimiento rural ubicado en Ruta 20 s/n, Plataforma 220867 y Plataforma 220870,
NIS Nº 3224531- 01 de la localidad de Magdalena, el día 26 de agosto de 2014.

ARTÍCULO 2º. Determinar que la multa impuesta deberá ser de cumplimiento efecti-
vo, no pudiendo ser contabilizada bajo lo dispuesto por el Decreto Nº 2.088/02 –como es
el caso de las multas relativas a la Calidad de Servicio Técnico- dadas las razones de
orden público imperantes, la seguridad pública afectada, el derecho de los usuarios,
como así también su ausencia dentro de las previsiones del Régimen de Calidad
Diferencial establecido por las Resoluciones de la Autoridad de Aplicación N° 61/09 y Nº
89/10.

ARTÍCULO 3º. Disponer que, por medio de la Gerencia de Procesos Regulatorios, se
proceda a la anotación de la multa en el Registro de Sanciones previsto por el artículo 70
de la Ley 11.769 (T.O. Decreto Nº 1.868/04) y su Decreto Reglamentario Nº 2.479/04. 

ARTÍCULO 4°. Registrar. Publicar. Dar al Boletín Oficial y al SINBA. Notificar a la
EMPRESA DISTRIBUIDORA DE ENERGÍA LA PLATA SOCIEDAD ANÓNIMA (EDELAP
S.A.). Pasar a conocimiento de las Gerencias de Mercados y Control de Concesiones.
Cumplido, archivar.

ACTA Nº 857
Jorge Alberto Arce, Presidente; María de la Paz Dessy, Vicepresidente; Roberto

Mario Mouilleron, Director; Marcela Noemí Manfredini, Directora; Alfredo Oscar
Cordonnier, Director 

C.C. 8.839

Provincia de Buenos Aires
MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA
ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA
Resolución Nº 198/15

La Plata, 29 de julio de 2015.

VISTO el Marco Regulatorio de la Actividad Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires,
conformado por la Ley 11769 (T.O. Decreto N° 1.868/04), su Decreto Reglamentario N°
2.479/04, el Contrato de Concesión suscripto, la Resolución Ministerial N° 061/09 y la
Resolución OCEBA N° 0085/09, lo actuado en el Expediente N° 2429-3333/2001,
Alcance 20/2012, y

CONSIDERANDO:
Que por las actuaciones indicadas en el Visto, este Organismo de Control ha solici-

tado a la COOPERATIVA DE ELECTRICIDAD GENERAL BALCARCE LIMITADA, toda la
información correspondiente al vigésimo período de control, comprendido entre el 1º de
junio y el 30 de noviembre de 2012 de la Etapa de Régimen, respecto de la eventual
penalización que pudiera corresponder por apartamientos a los límites admisibles de
Calidad de Producto y de Servicio Técnico; 

Que la Distribuidora remitió las diferentes constancias con los resultados del semes-
tre en cuestión a fs. 5/9 y 11/27;

Que sobre dichos informes y como consecuencia de la actividad de auditoría de veri-
ficación llevada a cabo por el auditor, la Gerencia Control de Concesiones concluyó en
su dictamen técnico, expresando que: “…surgen las penalizaciones a aplicar por los
apartamientos a los parámetros de calidad establecidos en el contrato de concesión
correspondiente. A tal efecto, a continuación se detallan los montos totales de las pena-
lizaciones, a los que se ha arribado en esta instancia para el semestre analizado: 1) Total
Calidad de Producto Técnico: $ 17.723 2) Total Calidad de Servicio Técnico: $ 43.322
Total Penalización Apartamientos: $ 61.045…” (fs. 28/35);

Que, vale advertir que el monto arribado, derivado de lo verificado por la Auditoría,
resultó coincidente con la suma de penalización alcanzada por la precitada Distribuidora; 

Que conforme ya lo ha sostenido este Organismo de Control en casos análogos la
situación descripta, respecto a los aludidos montos de penalización, es conteste entre lo
informado por la Distribuidora y lo auditado por la Gerencia Control de Concesiones a
través del Área Control de Calidad Técnica, desprendiéndose de ello una suerte de ave-
nimiento, sin necesidad de debate en lo que hace a la cuantía;

Que por otra parte, el mismo sistema de procedimiento establecido en el Subanexo
D, “Normas de Calidad del Servicio Público y Sanciones”, artículo 5.5 “Sanciones por
apartamientos a los límites admisibles” apartados 5.5.1 “Calidad del Producto Técnico”
y 5.5.2 “Calidad de Servicio Técnico”, del Contrato de Concesión Municipal, para fijar el
importe no desconoce el “Principio de la Legalidad de las Penas”, porque la fórmula de
cuantificación de la sanción estaría previamente considerada por la ley material y en defi-
nitiva su determinación no quedaría al arbitrio de ninguna autoridad, sino de una técnica
cuya aplicación arroja la cifra final (conforme argumentos del texto “Las Penas
Pecuniarias”, autor Edgar Saavedra R. Editorial Temis, Bogotá, 1984);

Que la Autoridad de Aplicación, por Resolución Nº 061/09, dispuso implementar un
Régimen de calidad diferencial que impone, entre otras medidas, la obligación de pre-
sentar planes de inversión orientados a mejorar la calidad de servicio técnico a cargo de
los distribuidores de energía eléctrica;

Que por su parte, este Organismo mediante Resolución OCEBA Nº 0085/09, definió
los criterios y alcances de los planes de inversión de los distribuidores de energía eléc-
trica bajo jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires con concesión provincial y muni-
cipal;

Que, con relación a lo informado por la Gerencia Control de Concesiones, respecto
de la aplicación de sanciones por incumplimientos en el relevamiento y procesamiento
de la información referida a perturbaciones (artículos 31 inciso u) del Contrato de
Concesión suscripto, 42 de la Constitución Nacional, 38 de la Constitución Provincial y
concordantes) se considera que, previo al inicio de un proceso sumarial, correspondería
citar a la Distribuidora a una audiencia a los efectos de que se expida al respecto;

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 62
de la Ley 11769 y su Decreto Reglamentario N° 2.479/04;

Por ello, 

EL DIRECTORIO DEL ORGANISMO DE CONTROL DEENERGÍA ELÉCTRICA DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Establecer en la suma de PESOS SESENTA Y UN MIL CUARENTA Y
CINCO ($ 61.045) la penalización correspondiente a la COOPERATIVA DE ELECTRICI-
DAD GENERAL BALCARCE LIMITADA, por el apartamiento de los límites admisibles de
Calidad de Producto y de Servicio Técnico, alcanzados en esta instancia, para el vigési-
mo período de control, comprendido entre el 1º de junio y el 30 de noviembre de 2012,
de la Etapa de Régimen.

ARTÍCULO 2º. Ordenar que a través de la Gerencia de Procesos Regulatorios, se
proceda a la anotación de la presente penalización en el Registro de Sanciones.

ARTÍCULO 3°. Instruir a la Gerencia de Control de Concesiones a los efectos que de
cumplimiento a las pautas establecidas en el Régimen de Calidad Diferencial organiza-
das a través de la Resolución Nº 061/09 del Ministerio de Infraestructura y Resolución
OCEBA Nº 0085/09.

ARTÍCULO 4°. Ordenar a la Gerencia Procesos Regulatorios que cite a la COOPE-
RATIVA DE ELECTRICIDAD GENERAL BALCARCE LIMITADA, a una audiencia, a los
efectos del tratamiento de los incumplimientos prima facie detectados por la Gerencia
Control de Concesiones en el relevamiento y procesamiento de la información referida a
perturbaciones.

ARTÍCULO 5. Registrar. Publicar. Dar al Boletín Oficial y al SINBA. Notificar a la COO-
PERATIVA DE ELECTRICIDAD GENERAL BALCARCE LIMITADA. Cumplido, archivar.

Acta Nº 859.
Jorge Alberto Arce, Presidente; María de la Paz Dessy, Vicepresidente; Roberto

Mario Mouilleron, Director, Alfredo Oscar Cordonnier, Director.
C.C. 9.369

Provincia de Buenos Aires
MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA
ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA
Resolución Nº 199/15

La Plata, 29 de julio de 2015.

VISTO el Marco Regulatorio de la Actividad Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires,
conformado por la Ley 11769 (T.O. Decreto N° 1.868/04), su Decreto Reglamentario N°
2.479/04, el Contrato de Concesión suscripto, la Resolución Ministerial N° 061/09 y la
Resolución OCEBA N° 0085/09, lo actuado en el Expediente N° 2429-3347/2001,
Alcance Nº 22/2013, y

CONSIDERANDO:
Que por las actuaciones indicadas en el Visto, este Organismo de Control ha solici-

tado a la COOPERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES
LIMITADA DE TRES ARROYOS toda la información correspondiente al vigésimo segun-
do período de control, comprendido entre el 1º de junio y el 30 de noviembre de 2013,
de la Etapa de Régimen, respecto de la eventual penalización que pudiera corresponder
por apartamientos a los límites admisibles de Calidad de Producto y de Servicio Técnico; 

Que la Distribuidora remitió las diferentes constancias con los resultados del semes-
tre en cuestión (fs. 8/38);

Que sobre dichos informes y como consecuencia de la actividad de auditoría de veri-
ficación llevada a cabo por el auditor, obrante a fojas 5/7, el Área Control de Calidad
Técnica, de la Gerencia de Control de Concesiones, concluyó su dictamen técnico expre-
sando que: “…surgen las penalizaciones a aplicar por los apartamientos a los paráme-
tros de calidad establecidos en el Contrato de Concesión correspondiente. A tal efecto,
a continuación se detallan los montos totales de las penalizaciones a los que se ha arri-
bado en esta instancia para el semestre analizado: 1) Total Calidad de Producto Técnico:
$ 214,98; 2) Total Calidad de Servicio Técnico: $ 33.163,15; Total Penalización
Apartamientos: $ 33.378,13 (fs. 39/46);

Que, vale advertir que el monto arribado, derivado de lo verificado por la Auditoría,
resultó coincidente con la suma de penalización alcanzada por la precitada Distribuidora; 

Que conforme ya lo ha sostenido este Organismo de Control en casos análogos la
situación descripta, respecto a los aludidos montos de penalización, es conteste entre lo
informado por la Distribuidora y lo auditado por la Gerencia Control de Concesiones a
través del Area Control de Calidad Técnica, desprendiéndose de ello una suerte de ave-
nimiento, sin necesidad de debate en lo que hace a la cuantía;

Que por otra parte, el mismo sistema de procedimiento establecido en el Subanexo
D, “Normas de Calidad del Servicio Público y Sanciones”, artículo 5.5 “Sanciones por
apartamientos a los límites admisibles” apartados 5.5.1 “Calidad del Producto Técnico”
y 5.5.2 “Calidad de Servicio Técnico”, del Contrato de Concesión Municipal, para fijar el
importe no desconoce el “Principio de la Legalidad de las Penas”, porque la fórmula de
cuantificación de la sanción estaría previamente considerada por la ley material y en defi-
nitiva su determinación no quedaría al arbitrio de ninguna autoridad, sino de una técnica
cuya aplicación arroja la cifra final (conforme argumentos del texto “Las Penas
Pecuniarias”, autor Edgar Saavedra R. Editorial Temis, Bogotá, 1984);
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Que la Autoridad de Aplicación, por Resolución Nº 061/09, dispuso implementar un
Régimen de calidad diferencial que impone, entre otras medidas, la obligación de pre-
sentar planes de inversión orientados a mejorar la calidad de servicio técnico a cargo de
los distribuidores de energía eléctrica;

Que por su parte, este Organismo mediante Resolución OCEBA Nº 0085/09, definió
los criterios y alcances de los planes de inversión de los distribuidores de energía eléc-
trica bajo jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires con concesión provincial y muni-
cipal;

Que, consecuentemente, se encuentra a cargo de OCEBA la aprobación, seguimien-
to, inspección y auditorías de las obras que se realicen en cumplimiento del Régimen de
calidad vigente;

Que, con relación a lo solicitado por la Gerencia Control de Concesiones, respecto al
inicio de un proceso sumarial a fin de evaluar el incumplimiento, prima facie detectado,
tal lo establecido en el Subanexo D del Contrato de Concesión Municipal, se considera
correspondería citar, previo a ello, a la Distribuidora a una audiencia a los efectos de que
se expida al respecto;

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 62
de la Ley 11769 y su Decreto Reglamentario N° 2.479/04;

Por ello, 

EL DIRECTORIO DEL ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Establecer en la suma de PESOS TREINTA Y TRES MIL TRESCIEN-
TOS SETENTA Y OCHO CON 13/100 ($ 33.378,13) la penalización correspondiente a la
COOPERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITA-
DA DE TRES ARROYOS, por el apartamiento de los límites admisibles de Calidad de
Producto y de Servicio Técnico, alcanzados en esta instancia, para el vigésimo segundo
semestre de control, comprendido entre el 1º de junio y el 30 de noviembre de 2013, de
la Etapa de Régimen.

ARTÍCULO 2º. Ordenar que a través de la Gerencia de Procesos Regulatorios, se
proceda a la anotación de la presente penalización en el Registro de Sanciones.

ARTÍCULO 3°. Instruir a la Gerencia de Control de Concesiones a los efectos de dar
cumplimiento a las pautas establecidas en el Régimen de Calidad Diferencial organiza-
das a través de la Resolución Nº 061/09 del Ministerio de Infraestructura y Resolución
OCEBA Nº 0085/09.

ARTÍCULO 4°. Ordenar a la Gerencia de Procesos Regulatorios que cite a la COO-
PERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITADA DE
TRES ARROYOS a una audiencia, a los efectos del tratamiento de los incumplimientos
detectados, prima facie, por la Gerencia Control de Concesiones de normas contempla-
das en el Subanexo D, del Contrato de Concesión Municipal.

ARTÍCULO 5°. Registrar. Publicar. Dar al Boletín Oficial y al SINBA. Notificar a la
COOPERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITA-
DA DE TRES ARROYOS. Cumplido, archivar.

Acta Nº 859
Jorge Alberto Arce, Presidente; María de la Paz Dessy, Vicepresidente; Roberto

Mario Mouilleron, Director, Alfredo Oscar Cordonnier, Director.
C.C. 9.370

Provincia de Buenos Aires
MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA
ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA
Resolución Nº 200/15

La Plata, 29 de julio de 2015.

VISTO el Marco Regulatorio de la Actividad Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires,
conformado por la Ley 11769 (T.O. Decreto N° 1.868/04), su Decreto Reglamentario N°
2.479/04, el Contrato de Concesión suscripto, la Resolución Ministerial N° 061/09 y la
Resolución OCEBA N° 0085/09, lo actuado en el Expediente N° 2429-3347/2001,
Alcance Nº 24/2014, y

CONSIDERANDO:
Que por las actuaciones indicadas en el Visto, este Organismo de Control ha solici-

tado a la COOPERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES
LIMITADA DE TRES ARROYOS toda la información correspondiente al vigésimo cuarto
período de control, comprendido entre el 1º de junio y el 30 de noviembre de 2014, de la
Etapa de Régimen, respecto de la eventual penalización que pudiera corresponder por
apartamientos a los límites admisibles de Calidad de Producto y de Servicio Técnico; 

Que la Distribuidora remitió las diferentes constancias con los resultados del semes-
tre en cuestión (fs. 7/39);

Que sobre dichos informes y como consecuencia de la actividad de auditoría de veri-
ficación llevada a cabo por el auditor, obrante a fojas 2/5, el Área Control de Calidad
Técnica, de la Gerencia de Control de Concesiones, concluyó su dictamen técnico expre-
sando que: “…surgen las penalizaciones a aplicar por los apartamientos a los paráme-
tros de calidad establecidos en el Contrato de Concesión correspondiente. A tal efecto,
a continuación se detallan los montos totales de las penalizaciones a los que se ha arri-
bado en esta instancia para el semestre analizado: 1) Total Calidad de Producto Técnico:
$ 47,97; 2) Total Calidad de Servicio Técnico: $ 112.589,33; Total Penalización
Apartamientos: $ 112.637,30 (fs. 40/47);

Que, vale advertir que el monto arribado, derivado de lo verificado por la Auditoría,
resultó coincidente con la suma de penalización alcanzada por la precitada Distribuidora; 

Que conforme ya lo ha sostenido este Organismo de Control en casos análogos la
situación descripta, respecto a los aludidos montos de penalización, es conteste entre lo
informado por la Distribuidora y lo auditado por la Gerencia Control de Concesiones a
través del Area Control de Calidad Técnica, desprendiéndose de ello una suerte de ave-
nimiento, sin necesidad de debate en lo que hace a la cuantía;

Que por otra parte, el mismo sistema de procedimiento establecido en el Subanexo
D, “Normas de Calidad del Servicio Público y Sanciones”, artículo 5.5 “Sanciones por
apartamientos a los límites admisibles” apartados 5.5.1 “Calidad del Producto Técnico”

y 5.5.2 “Calidad de Servicio Técnico”, del Contrato de Concesión Municipal, para fijar el
importe no desconoce el “Principio de la Legalidad de las Penas”, porque la fórmula de
cuantificación de la sanción estaría previamente considerada por la ley material y en defi-
nitiva su determinación no quedaría al arbitrio de ninguna autoridad, sino de una técnica
cuya aplicación arroja la cifra final (conforme argumentos del texto “Las Penas
Pecuniarias”, autor Edgar Saavedra R. Editorial Temis, Bogotá, 1984);

Que la Autoridad de Aplicación, por Resolución Nº 061/09, dispuso implementar un
Régimen de calidad diferencial que impone, entre otras medidas, la obligación de pre-
sentar planes de inversión orientados a mejorar la calidad de servicio técnico a cargo de
los distribuidores de energía eléctrica;

Que por su parte, este Organismo mediante Resolución OCEBA Nº 0085/09, definió
los criterios y alcances de los planes de inversión de los distribuidores de energía eléc-
trica bajo jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires con concesión provincial y muni-
cipal;

Que, consecuentemente, se encuentra a cargo de OCEBA la aprobación, seguimien-
to, inspección y auditorías de las obras que se realicen en cumplimiento del Régimen de
calidad vigente;

Que, con relación a lo solicitado por la Gerencia Control de Concesiones, respecto al
inicio de un proceso sumarial a fin de evaluar el incumplimiento, prima facie detectado,
tal lo establecido en el Subanexo D del Contrato de Concesión Municipal, se considera
correspondería citar, previo a ello, a la Distribuidora a una audiencia a los efectos de que
se expida al respecto;

Que la presente se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 62
de la Ley 11769 y su Decreto Reglamentario N° 2.479/04;

Por ello, 

EL DIRECTORIO DEL ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Establecer en la suma de PESOS CIENTO DOCE MIL SEISCIENTOS
TREINTA Y SIETE CON 30/100 ($ 112.637,30) la penalización correspondiente a la COO-
PERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITADA DE
TRES ARROYOS, por el apartamiento de los límites admisibles de Calidad de Producto
y de Servicio Técnico, alcanzados en esta instancia, para el vigésimo cuarto semestre de
control, comprendido entre el 1º de junio al 30 de noviembre de 2014, de la Etapa de
Régimen.

ARTÍCULO 2º. Ordenar que a través de la Gerencia de Procesos Regulatorios, se
proceda a la anotación de la presente penalización en el Registro de Sanciones.

ARTÍCULO 3°. Instruir a la Gerencia de Control de Concesiones a los efectos de dar
cumplimiento a las pautas establecidas en el Régimen de Calidad Diferencial organiza-
das a través de la Resolución Nº 061/09 del Ministerio de Infraestructura y Resolución
OCEBA Nº 0085/09.

ARTÍCULO 4°. Ordenar a la Gerencia Procesos Regulatorios que cite a la COOPE-
RATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITADA DE
TRES ARROYOS a una audiencia, a los efectos del tratamiento de los incumplimientos
detectados, prima facie, por la Gerencia Control de Concesiones, de normas contempla-
das en el Subanexo D, del Contrato de Concesión Municipal.

ARTÍCULO 5°. Registrar. Publicar. Dar al Boletín Oficial y al SINBA. Notificar a la
COOPERATIVA DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS Y SERVICIOS SOCIALES LIMITA-
DA DE TRES ARROYOS. Cumplido, archivar.

Acta Nº 859.
Jorge Alberto Arce, Presidente; María de la Paz Dessy, Vicepresidente; Roberto

Mario Mouilleron, Director, Alfredo Oscar Cordonnier, Director.
C.C. 9.371

Provincia de Buenos Aires
MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA
ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA
Resolución Nº 201/15

La Plata, 29 de julio de 2015.

VISTO el Marco Regulatorio de la Actividad Eléctrica en la Provincia de Buenos Aires,
conformado por la Ley 11769 (T.O. Decreto Nº 1868/04), su Decreto Reglamentario Nº
2479/04, la Resolución OCEBA Nº 0087/14, lo actuado en el expediente Nº 2429-
3493/2013, y

CONSIDERANDO: 
Que en las actuaciones indicadas en el Visto la COOPERATIVA ELÉCTRICA Y DE

SERVICIOS PÚBLICOS LUJANENSE LIMITADA, interpuso un Recurso de Revocatoria
contra la Resolución OCEBA Nº 0087/14, obrante a fojas 56/60;

Que a través del citado acto administrativo se estableció: “…ARTICULO 1º: Declarar
la responsabilidad de la COOPERTIVA ELÉCTRICA Y DE SERVICIOS PÚBLICOS LUJA-
NENSE LIMITADA por el corte intempestivo y prolongado, acaecido el día 24 de diciem-
bre de 2012 y padecido pro el usuario Aldo FABRICATORE, titular del suministro NIS N°
1819401, ubicado en el establecimiento avícola de Ruta 7 Kilómetro 74.500 de Luján, que
provocó la pérdida de 7000 aves…” (fs 46/51);

Que mediante el Artículo 2° de dicho acto administrativo se ordenó a la Cooperativa
“…compensar al usuario Aldo FABRICATORE, el valor de reposición de las aves muer-
tas, hasta el valor máximo establecido en el artículo 40 bis de la Ley N° 24.240, a la fecha
del efectivo pago…”;

Que, asimismo, por el Artículo 3° de la misma normativa se dispuso “…Sancionar a
la COOPERATIVA ELÉCTRICA Y DE SERVICIOS PÚBLICOS LUJANENSE LIMITADA, con
una multa de Pesos Ocho mil doscientos ochenta y tres con 30/100 ($ 8.283,30) por
incumplimiento a la prestación del servicio eléctrico y a la información para con el usua-
rio reclamante…”;

Que notificada la citada Resolución el día 11 de agosto de 2014, la Distribuidora, a
través de su apoderada Dra. Gabriela Marisa Ghessi, presentó Recurso de Revocatoria y
solicitó la suspensión del acto administrativo el día 12 de agosto de 2014 (fs 56/60 y 76);
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Que la Distribuidora, atacó la Resolución Nº 0087/14 solicitando la revocación de la
Resolución por considerar arbitraria, ilógica e irracional la apreciación de la prueba apor-
tada por el reclamante y por excesiva la indemnización del daño (fs 58/60);

Que también cuestionó la multa impuesta, pues consideró que no omitió informar al
usuario ni se negó a conciliar, por ello estimó que solo podría ser multada por incumpli-
miento a la prestación del servicio eléctrico, aún cuando también expone, que deviene
injusto, pues el corte se debió a una situación climática extrema y no por negligencia e
impericia de su parte;

Que, por último, hizo reserva del caso Federal y solicitó la suspensión del acto admi-
nistrativo hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión;

Que se expidió la Gerencia de Procesos Regulatorios y en atención a la información
y documental agregada por el usuario, destacó que no cabe duda de la existencia de los
pollos adquiridos el mes anterior al corte intempestivo y prolongado que ocasionara la
pérdida de las aves denunciadas, al no poder contrarrestar el calor (fs 81/84);

Que asimismo agregó que dicho corte de suministro fue reconocido por la propia
Distribuidora, quien además, adujo que las temperaturas llegaron a alcanzar 37 grados y
que ello hizo colapsar el sistema eléctrico;

Que por último expresó que la Resolución OCEBA N° 0087/14, está consistente-
mente fundamentada en el marco normativo constitucional, legal y reglamentario de
orden público que tutela el derecho de los usuarios del servicio público de electricidad;

Que la estructura procedimental para los reclamos de los usuarios en el marco regu-
latorio eléctrico, está basado en una activa principalísima e ineludible actuación del
Distribuidor (Artículo 68 de la Ley N° 11769) al consagrarse una obligatoria primera ins-
tancia del usuario ante el agente prestador;

Que, consecuentemente, la Distribuidora en esa instancia a su cargo, debe cumplir
la normativa de orden público, informando de manera adecuada y veraz (Artículo 4 de la
Ley N° 24240 y 67 inciso c) de la Ley N° 11769), implicando ello cumplir con el factor de
atribución objetiva, para probar que la culpa le ha sido ajena (Artículo 40 de la Ley N°
24240 y 1113, 2°) párrafo del Código Civil), debiendo en esa circunstancia preocuparse
por hacer el meduloso descargo ante el propio usuario afectado y no en las instancias
sucesivas;

Que tal postura es ratificada por jurisprudencia de la SCBA en el caso “Usina Popular
y Municipal de Tandil c/Pcia. De Buenos Aires OCEBA” – Ardito Celso A, Graimprey
Esteban, Dubourg Martín Curz, entre otros;

Que en dichos fallos el Alto Tribunal mencionó que el Estado tiene la obligación de
proteger los intereses económicos de los usuarios y consumidores, consagrada en la
Constitución Nacional y cita al artículo 42 de la Carta Magna y el artículo 38 de la
Constitución Provincial, para luego hacer lo propio con la Ley 11769 y su Dec. Reg.
1208/97, vigente al momento de producirse el hecho dañoso que constituyen el marco
regulatorio energético en el ámbito local;

Que también señaló que la ley define el carácter de servicio público de la distribución
y transporte de energía eléctrica y que fija los objetivos a los cuales deben ajustarse tanto
la política de la provincia en materia energética como la actuación de los organismos
públicos competentes en la materia;

Que así entre esos objetivos, el Juez transcribió el artículo 3 de la Ley 11769 en cuan-
to establece “Proteger adecuadamente los derechos de los usuarios de conformidad con
lo dispuesto en el Cap. XV y el artículo 3 inc. a) del decreto reglamentario, que en la
misma línea prescribe “Toda la normativa vigente de carácter general, referida a los dere-
chos del consumidor y la que en el futuro se dicte, será aplicada a la protección de los
usuarios del servicio público de electricidad en forma supletoria a lo contemplado en el
cap. XV de la Ley 11769 y sus modificatorias (Hoy de aplicación directa por la Ley N°
26.361);

Que luego explicó que el Organismo de Control (OCEBA) fue creado por el art. 6 de
la Ley 11769 y que entre las funciones del Directorio establecidas en el artículo 62 se
encuentra la de “defender los intereses de los usuarios, atendiendo los reclamos de los
mismos de acuerdo a los derechos enunciados en el cap. XV (inc. a) y la de intervenir
necesariamente en toda cuestión vinculada con la actividad de los concesionarios de
servicios públicos de electricidad, en particular respecto de la relación de los mismos con
los usuarios (inc. h);

Que agregó que el artículo 35 obliga a los concesionarios a efectuar la operación y
mantenimiento de sus instalaciones en forma de asegurar un servicio adecuado a los
usuarios, cumpliendo con las metas y niveles de calidad, confiabilidad y seguridad esta-
blecidos en los correspondientes contratos de concesión y los que en cumplimiento del
artículo 34 dicte la Autoridad de Aplicación;

Que finalmente transcribió los derechos de los usuarios contemplados en la Ley
11769 (artículo 67 incisos e) y f), de efectuar sus reclamos ante el Organismo de Control
cuando entienda que los mismos no hayan sido evacuados en tiempo y forma por los
concesionarios y de ser compensado por los daños producidos a personas y/o bienes de
su propiedad, causados por deficiencias en el servicio, imputables a quien realiza la pres-
tación;

Que así entendió que la actuación de OCEBA resultó ajustada a las normas protec-
torias del usuario, en el sentido que pone en cabeza del prestatario del servicio la demos-
tración que de su parte no hubo culpa en la causación del daño;

Que citó la doctrina de las causas “Castro” y “Bucca”, sin dejar de señalar que la apli-
cación de la Ley N° 24240 viene impuesta con los alcances previstos en el artículo 3 inc.
a) Decreto 2479, reglamentario de la Ley N° 11769 y sus modificatorias;

Que aplicó el artículo 40 de la Ley N° 24.240 que establece que si el daño resulta de
la prestación del servicio, el responsable sólo se libera total o parcialmente si demuestra
que la causa del daño le ha sido ajena y luego destaca que “…la no acreditación efecti-
va por parte de la demandante de su falta de responsabilidad en el hecho que originó el
daño en el artefacto eléctrico, constituye la circunstancia determinante de la suerte del
litigio…”;

Que mencionó que contrariamente a lo establecido en relación a la carga de la prue-
ba en el artículo 40 de la LDC, la actora pretende atribuir al usuario (o al organismo de
control) la obligación de probar las circunstancias que lo eximan de responsabilidad, des-
tacando que nada más alejado de los principios que rigen la relación jurídica que vincu-
la al usuario con el prestador del servicio en un contrato de concesión, ya que es este
último quien se encuentra en mejores condiciones de probar los hechos que ocasiona-
ron el daño por ser la parte más fuerte de la relación;

Que, en definitiva, la Distribuidora no ha logrado despejar el estado de duda que
favorece al usuario, conforme a la normativa de orden público vigente (Artículo 3, 37 de
la Ley N° 24240 y 72 de la Ley N° 13133);

Que por aplicación del principio de Integración Normativa (Art. 3 Ley N° 24240) es
aplicable al caso la Ley N° 11769, la cual no discrimina entre las diferentes categorías de
usuarios;

Que el reclamo del usuario ante la Cooperativa se concretó el día 27 de diciembre de
2012 y ante la falta de respuesta debió ocurrir ante este Organismo de Control;

Que luego se llevaron a cabo tratativas entre las partes, que quedaron truncadas por
requisitos impuestos por la Distribuidora, tales como constancia de médico veterinario
sobre la mortandad de los pollos, falta de equipamiento electrónico, facturación a su
contratista por la crianza de las aves, como así también excusas sobre las altas tempe-
raturas verificadas en el día del hecho;

Que, por último, reconoció la Cooperativa que existió una interrupción del servicio
intempestiva y prolongada que la obligó a sobredimensionar la capacidad de las redes;

Que conforme lo previsto en el artículo 89 de la Ley de Procedimiento Administrativo,
el término para interponer el recurso de revocatoria es de diez (10) días hábiles adminis-
trativos, contados a partir del día siguiente al de la notificación, siendo dicho plazo peren-
torio;

Que, el Área Coordinación Regulatoria de la Gerencia de Procesos Regulatorios
estimó, a través de su informe, que el recurso presentado por el requirente ha sido inter-
puesto en tiempo y forma, razón por la cual resulta procedente (fs 81/84);

Que expresó que la falta de información adecuada y veraz al usuario y el cumpli-
miento de obligaciones a cargo de la Distribuidora, sumado a la falta de prueba que acre-
dite la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder, sellan la suerte
del conflicto;

Que, asimismo, destacó que la Distribuidora, no aporta fundamentos de convicción
que posean la entidad suficiente para modificar el decisorio tomado oportunamente y
que permitan conmover el criterio adoptado y que ello deviene de la falta de incorpora-
ción de nuevos elementos o de una crítica seria, razonada y concreta sobre las cuestio-
nes fácticas y legales que dieron lugar al acto administrativo;

Que, finalmente manifestó que el conflicto materia de la controversia tuvo el res-
guardo de la garantía del Debido Proceso y en función de ello la Cooperativa tuvo la
oportunidad real de ofrecer todos los medios de prueba que entendía a su alcance y, si
bien lo hizo parcialmente, las constancias que obran en el expediente, resultaron sufi-
cientes para crear en la Administración el grado de convicción necesaria para resolver la
cuestión;

Que previo al dictado de la Resolución cuestionada, este Organismo de Control remi-
tió las actuaciones a la Asesoría General de Gobierno para que emita su opinión (f. 86);

Que dicho Organismo Asesor, luego de analizar las actuaciones, dictaminó que.
“…Los argumentos vertidos por la quejosa se encuentran ampliamente rebatidos por el
Área Coordinación Regulatoria a fojas 81/84, concluyendo que no aporta elementos de
convicción que posean entidad suficiente para modificar el acto atacado, criterio que en
esta instancia se comparte, ya que el mismo se encuentra suficientemente motivado y no
existe vicio en la causa por cuanto la situación se encuentra perfectamente contempla-
da en la Ley N° 11769 y sus modificatorias (T.O. Decreto N° 1868/04) y normativa dicta-
da en su consecuencia. El procedimiento se ajustó a derecho, lo mismo que su objeto…”
(fs 87/88);

Que también destacó “…tal como lo ha sostenido este Organismo Asesor en expe-
diente N° 2429-1443/99 –entre otros- que las obligaciones asumidas por la empresa
prestadora del servicio eléctrico son de resultado frente al usuario y por ende la respon-
sabilidad es de carácter objetivo, criterio que en la instancia se reitera y ratifica…”;

Que, asimismo, indicó que “…en nuestro ordenamiento jurídico la energía eléctrica
que recibe el usuario en su domicilio se encuentra asimilada a las “cosas” (conf. Art. 2311
in fine del Código Civil) y por lo tanto los daños a los bienes de aquellos deben ser con-
siderados como producidos por el riesgo o vicio de la cosa en los términos del segundo
párrafo del artículo 1113 del cuerpo legal citado…”;

Que así sostuvo que “…Desde esa perspectiva, el prestador del servicio público de
energía eléctrica asume el deber de probar, para eximirse de responsabilidad, que el
hecho no ocurrió o, en su caso, que la culpa es de la víctima o de un tercero por quien
no debe responder. En autos la prestataria del servicio no produjo prueba alguna en tal
sentido…se observa que las constancias del expediente resultaron suficientes para que
la Administración resolviera, habida cuenta que la quejosa no pudo quebrar la relación de
causalidad existente entre el hecho dañoso y su actuar, siendo por lo tanto responsable
con relación a los daños producidos (conforme criterio recaído en expediente N° 2429-
2073/12)…”;

Que concluyó que “…es de opinión de esta Asesoría General de Gobierno, que
puede dictarse el acto administrativo pertinente, mediante el cual se rechace por impro-
cedente el recurso de revocatoria planteado, por cuanto la resolución atacada se ajusta
a derecho…”;

Que en cuanto a la solicitud de suspensión del acto administrativo, destacó que “…la
misma no resulta procedente, toda vez que no se encuentran acreditadas las circuns-
tancias previstas en el artículo 98 inciso 2) del Decreto Ley N° 7647/70…”;

Que la presente se dicta en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley 11769
(T.O. Decreto Nº 1868/04) y el Decreto Reglamentario Nº 2479/04;

Por ello,

EL DIRECTORIO DEL ORGANISMO DE CONTROL DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Rechazar el recurso de revocatoria interpuesto por la COOPERATIVA
ELÉCTRICA Y DE SERVICIOS PÚBLICOS LUJANENSE LIMITADA, contra la Resolución
OCEBA Nº 0087/2014.

ARTÍCULO 2º. Rechazar la suspensión de los efectos del acto administrativo dicta-
do, por no encontrarse acreditados los extremos previstos en el artículo 98 inciso 2 del
Decreto Ley 7647/70.

ARTÍCULO 3°. Registrar. Publicar. Dar al Boletín Oficial y al SINBA. Notificar a la
COOPERATIVA ELÉCTRICA Y DE SERVICIOS PÚBLICOS LUJANENSE LIMITADA y al
usuario Aldo FABRICATORE. Pasar a conocimiento de la Gerencia de Control de
Concesiones. Cumplido, archivar.

Acta Nº 859.
Jorge Alberto Arce, Presidente; María de la Paz Dessy, Vicepresidente; Roberto

Mario Mouilleron, Director, Alfredo Oscar Cordonnier, Director.
C.C. 9.372
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